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El  estudio “Análisis y Propuestas del Sub Sector de Agua Potable y Sa-
neamiento” tiene por objeto evidenciar la necesidad de establecer una 
mejor regulación del subsector de agua potable y saneamiento. 

En la primera parte, el estudio desarrolla un contexto histórico sobre el 
surgimiento de la institucionalidad que actualmente existe en el país.  Allí 
se resalta el aparecimiento de la Administración Nacional de Acueductos y 
Alcantarillados.  En la segunda parte del estudio, se comenta sobre los ac-
tuales prestadores existentes en el país del servicio; se señalan los marcos 
normativos que en la actualidad existen en el país y que guardan relación 
con el subsector.  

La fuerza de este análisis recae en ANDA puesto que es el mayor presta-
dor del servicio en el ámbito nacional.  Así, se realiza un comparativo del 
pliego tarifario 867 y su reforma en el 1279 para contar con insumos técni-
cos que permitan hacer una valoración del tema tarifario. Además, se ana-
liza el tema de los subsidios y, por último, se hace un análisis sobre el tema 
de protección a las personas consumidoras que hacen uso del servicio. 

Posteriormente, en el tercer apartado, se desarrolla un análisis comparado 
de las propuestas de leyes que actualmente están en debate en la Asamblea 
Legislativa. Este marco comparado es, en razón de comprenderlos, de tal for-
ma que el estudio permita profundizar para la elaboración de propuestas. 

Finalmente, se presentan de forma conjunta conclusiones y recomenda-
ciones que desde las organizaciones de consumidores se consideran perti-
nentes para lograr la aprobación de un marco normativo que regule y permi-
ta una mejor prestación del servicio de agua potable y saneamiento.

Introducción.
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I. Contexto.
1.1 Contexto histórico del abastecimiento 
de agua potable y saneamiento en El Sal-
vador.

Todo indica que la población se abastecía 
del agua mediante sus propios esfuerzos. A 
medida que fue complejizándose el abasteci-
miento de agua, comienza la participación de 
un nuevo actor, las municipalidades. Según 
(COMURES, s.f., a):

“A mediados del siglo diecinueve se constru-
yó en El Salvador el primer sistema de acue-
ductos y a principios del siglo veinte, el primer 
sistema de alcantarillado sanitario, los que 
posteriormente continuaron construyéndose 
y expandiéndose en relación al crecimiento 
poblacional.  Las obras eran realizadas por el 
Gobierno Central y luego eran transferidas a 
las municipalidades para su administración, 
operación y mantenimiento”.

Es decir, las municipalidades fueron las que 
comenzaron a adquirir la responsabilidad de 
la administración del abastecimiento y, pos-
teriormente, el saneamiento en los núcleos 
poblacionales que estaban a su cargo.  Según 
se señala por parte de ANDA: “Las alcaldías 
eran quienes se encargaban de controlar y 
administrar los acueductos y alcantarillados 
de El Salvador; existía una dependencia del 
Ministerio de Obras Públicas llamado ´Depar-
tamento de Obras Hidráulicas´, instalado en 
una pequeña pieza en San Salvador”. (Admi-
nistración Nacional de Acueductos y Alcanta-
rillados [ANDA], 2015 a)

([ANDA], 2015b) señala que:
Este se encargaba del mantenimiento y am-
pliaciones del servicio de agua potable. En 
ese departamento trabajaban aproxima-
damente diez personas, entre ellas un jefe 
(ingeniero), cinco cadeneros (empíricos), 

un archivador, dos topógrafos y una secre-
taria. Posteriormente, el “Departamento 
de Hidráulica” se convirtió en “Dirección de 
Hidráulica”. Esto le permitió incrementar su 
personal, para que en el año 1943 se convir-
tiera en “Dirección General de Obras Hidráu-
licas”, independiente del Ministerio de Obras 
Públicas, pero aún bajo el control de los co-
bros y pagos de los proyectos ejecutados.

De hecho, según la información investi-
gada, no queda claro el año en que se crea la 
Dirección General de Obras Hidráulicas, p (CO-
MURES, s.f., b), pero hay acercamiento entre los 
años de 1940 – 1950.  “No obstante las bajas 
coberturas de los servicios de acueducto y al-
cantarillado en las principales poblaciones del 
país, en el año de 1950 fue creada la Dirección 
General de Obras Hidráulicas, la cual funcionó 
durante aproximadamente 10 años”. (p.9).

En este marco, aparece la Alianza para El 
Progreso. Según (ANDA, s.f., 1a) señala que:   

“… fue un programa de ayuda económica y 
social de Estados Unidos para América Latina; 
esta ayuda estaba sujeta a ciertas condiciones, 
entre las cuales resaltaba la urgencia de que los 
Estados firmantes crearan instituciones Autó-
nomas para realizar funciones específicas que 
estaban en manos de otros entes del Estado”.

Por su parte, el Centro para la Defensa del 
Consumidor (CDC, s.f., a) afirma que:

“Al inicio de la década de los sesenta, se rea-
lizó un diagnóstico de la región centroame-
ricana que permitió identificar con mayor 
precisión las deficiencias en los servicios de 
agua potable y su estrecha relación con los 
problemas de salud. Los resultados del refe-
rido diagnóstico condujeron a tomar la deci-
sión de crear empresas nacionales centrali-
zadas para la administración de los servicios 
de agua potable y alcantarillado sanitario”.

Entre otros aspectos, (ANDA, s.f., 1b), afir-
ma que:

“En septiembre de 1961 se anunció en Was-
hington que el Banco Internacional de De-
sarrollo (BID) había aprobado un préstamo 
de 2.7 millones de dólares, provenientes del 
fondo fiduciario de progreso social ´Alianza 
para el Progreso´, para ampliar y mejorar el 
sistema de agua potable y de alcantarillado 
en El Salvador”.

Sin duda alguna, la colaboración de la 
Alianza para El Progreso fue determinante 
para la configuración de los sistemas de agua 
potable y saneamiento en el país.  Como re-
sultado, según (CDC, s.f., b), quien cita a (Silva, 
2002) muestra que:

“En este marco surge en El Salvador la Admi-
nistración Nacional de Acueductos y Alcan-
tarillados (ANDA), a través del Decreto de Ley 
Nº 341 del Directorio Cívico Militar del 17 de 
octubre de 1961 (Silva, 2002), publicado en 
el Diario Oficial N°191, Tomo 193, del 19 de 
octubre de 1961. En el proceso de creación de 
la empresa estatal centralizada (ANDA), se 
ordenó a las municipalidades y demás cor-
poraciones gubernamentales hacer entre-
ga material de su infraestructura a la nueva 
entidad operadora, sin que se reconociera 
alguna retribución por la transferencia rea-
lizada. Procesos similares fueron impulsados 
por otros gobiernos en la región Centroame-
ricana, pero en esos casos, se realizaron con-
sultas con las municipalidades”. 

Con el nacimiento de ANDA se configura la 
prestación del servicio de agua potable y sa-
neamiento en el país. Como se ha señalado, las 
municipalidades entregan su infraestructura a 
la autónoma, pero no lo hicieron todas. Así, es 
de destacar, de acuerdo a ANDA (2014a) que “a 
mediados de la década de 1960, la prestación 
de los servicios de agua y saneamiento rural 
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la asumió el Ministerio de Salud (MINSAL), por 
lo cual el ministerio creó el Departamento de 
Acueductos Rurales”, (p. 23). 

Pero ANDA se vuelve en la instancia princi-
pal de la prestación del servicio y no sólo eso, 
según (CDC, s.f., b) quien cita a (Ortiz, 2004) 
señala que:

“De conformidad con la ley de creación de 
la ANDA, esta sería la entidad responsable 
de la planificación, ejecución, operación, 
mantenimiento y explotación del aprovisio-
namiento de agua y alcantarillado a nivel 
nacional, otorgándosele un derecho de pre-
ferencia sobre el uso del agua para el con-
sumo humano. Sin embargo, en la práctica 
la ANDA se convirtió en la entidad rectora, 
reguladora y operadora de los servicios de 
agua potable en el país”.

De hecho, la ANDA no fue la única instancia 

que pasaba ser la administradora de servicios 
de agua potable y saneamiento, si no que, 
varias municipalidades quedaron a cargo de 
la prestación, pese a que se les obligó a hacer 
entrega de los sistemas. Según la Administra-
ción Nacional de Acueductos y Alcantarillados 
(ANDA, 2014a) quien cita a (OPS, 2002) y (Ar-
güello, 2003), señala que: 

“A mediados de la década de 1960, la presta-
ción de los servicios de agua y saneamiento 
rural la asumió el Ministerio de Salud (MIN-
SAL), por lo cual el ministerio creó el Departa-
mento de Acueductos Rurales. En el año 1967 
se creó el Programa de Introducción de Agua 
Potable en Áreas Rurales (PIAPAR), el cual se 
transformó en el Plan Nacional de Sanea-
miento Básico Rural (PLANSABAR) en 1980. 
A raíz del cierre de PLANSABAR en 1995, se 
trasladaron algunos acueductos a ANDA y la 
mayoría de los demás quedaron en poder de 
las comunidades y alcaldías”.

II. Situación actual del subsector de agua 
potable y saneamiento en el país.

Tabla 
No.1

1 ANDA (Municipios de atención directa y descentralizados) 167
2 Asociaciones comunitarias (sistemas comunitarios) 1,694
3 Comités de agua (sistemas comunitarios) 316
4 Administraciones municipales (sistemas) 266
5 Autoabastecidos (sistemas) 100
6 Fundaciones y Sociedades de Economía Mixta (sistemas) 49

De lo anterior, se destaca que ANDA al año 
2017 atendía a 152 municipios, y los sistemas 
descentralizados atendían a otros 15 munici-
pios. En conjunto, atendían a 167 municipios. 
De acuerdo a información del Boletín Estadístico 
2017 de ANDA, este beneficio representaba una 
atención directa, tanto de operadores descen-
tralizados, y ANDA de 5,040,637 habitantes en la 
prestación del servicio  de agua potable a través 
de conexiones domiciliares y fácil acceso. 1

1Fácil acceso incluye los habitantes que son beneficiados a través de cantareras y pilas públicas.

2.1. Prestadores del servicio del subsector.
Actualmente, la composición de la prestación del servicio de agua potable y saneamiento en el 

ámbito nacional es la siguiente:

Por su parte, las asociaciones comunitarias, 
comités de agua, administraciones municipa-
les y fundaciones y sociedades de economía 
mixta atienden un aproximado de 514,300 ha-
bitantes. De los autoabastecidos no se maneja 
información, a excepción que son “más de 100 
sistemas urbanos de autoabastecimiento, cons-
truidos principalmente por urbanizadores” (BM. 
s. f. p. 184). En conclusión, ANDA es el mayor 
abastecedor del servicio de agua potable.   
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2.2. Marcos legales existentes.
De acuerdo al Banco Mundial (BM. s.f.a) re-

firiéndose a la situación jurídica del subsector, 
señala que:

“No existe un marco legal coherente para el 
sector. En cambio, el sector - incluyendo la ges-
tión del recurso agua – está gobernado por 10 
leyes diferentes. Estas leyes fueron puestas en 
vigencia en diferentes momentos sin tener en 
cuenta una visión global del sector. En el sector 
de agua y saneamiento, las responsabilidades 
están fragmentadas entre ANDA (el suministro 
de agua y saneamiento en la mayoría de áreas 

urbanas), el Ministerio de Economía (autoriza-
ción de tarifas), el Ministerio de Hacienda (au-
torización de las transferencias para ANDA), el 
Ministerio de Salud (supervisión de la calidad 
del agua potable) y la Presidencia. La gestión del 
recurso agua está dividida entre ANDA (evalua-
ción del recurso hídrico subterráneo), el Ministe-
rio de Agricultura (irrigación), el Ministerio del 
Ambiente (protección ambiental), la empresa 
de servicios eléctricos (uso del agua para gene-
ración hidroeléctrica) y varios otros grupos inte-
resados pero sin ninguna entidad coordinadora 
o una clara asignación de roles”.

Marcos 
Legales

Contenidos relacionados al 
agua potable y saneamiento

Normativa: DECRETO N° 341
Nombre: LEY DE  LA ADMINISTRACIÓN  NACIONAL DE ACUEDUCTOS 
Y ALCANTARILLADOS
Fecha: oct-61
Art.  2. A.N.D.A.  tendrá  por  objeto  proveer  y  ayudar  a  proveer  a los  
habitantes de la República de  “Acueductos”  y  “Alcantarillados”,  mediante  
la  planificación,  financiación, ejecución, operación, mantenimiento, ad-
ministración, y explotación de las obras necesarias  convenientes.
Para  los  fines  de  esta   Le y,  se entiende por acueducto el conjunto o  sis-
tema  de  fuentes  de abastecimiento, obras, instalaciones y servicios, que 
tienen por objeto el proveimiento de agua potable; tal conjunto o sistema 
comprende: las fuentes de abastecimiento, provengan éstas de aguas su-
perficiales o subterráneas; las plantas de tratamiento y de bombeo; los tan-
ques de almacenamiento y de distribución; las tuberías con sus accesorios, 
válvulas, hidrantes, etc., instaladas para la conducción y distribución del 
agua; e l suelo en el cual se encuentren ubicadas las fuentes,  obras, insta-
laciones y servicios arriba indicados; y las servidumbres necesarias. Y por 

Alcantarillado, el conjunto o sistema de obras, instalaciones y servicios 
que tienen por objeto la evacuación y disposición final de las  aguas re-
siduales;  tal conjunto o sistema  comprende: las alcantarillas  sanitarias 
con sus pozos de visita; los colectores maestros y de descarga; las plantas 
de tratamiento; el suelo en el cual se encuentren ubicadas las obras; insta-
laciones y servicios arriba indicados; y las servidumbres necesarias.
Art.  3. Son facultades y atribuciones de la Administración Nacional de 
Acueductos y Alcantarillados: g) celebrar contratos, formalizar todos los 
instrumentos y realizar todos los actos y operaciones que fueren necesa-
rios o convenientes para llevar a efecto las facultades y  atribuciones que 
por esta ley se le confieren o se le confieran por leyes posteriores; pero 
cuando se tratare de contraer obligaciones garantizadas por el poder Eje-
cutivo deberá obtenerse la autorización de la Asamblea Legislativa en la 
forma prescrita en el numeral 16º del Art. 47 de la Constitución Política.
Facultades: 
a. Proveer el servicio de agua potable y saneamiento.
b. Celebrar contratos para que otros presten el servicio. 

No. 1

Normativa: 274 D.L. No. 929 del 20 de diciembre de 2005 D.O. no 12 t. 
370 del 18 de enero de 2006
Nombre: CÓDIGO MUNICIPAL
Fecha: mar-86
Art.  4.  - Compete a los Municipios:
1. La elaboración, aprobación y ejecución de planes de desarrollo local.
9. La promoción del desarrollo industrial, comercial, agropecuario, artesa-

nal y de los servicios.
10. La regulación y el desarrollo de planes y programas destinados a la 
preservación, restauración, aprovechamiento racional y mejoramiento de 
los recursos naturales, de acuerdo a la ley.
Facultades: 
a. Promover la prestación del servicio de agua potable y saneamiento.
b. Preservar, restaurar el mejoramiento de los recursos naturales. 

Normativa: 894
Nombre: LEY DE ASOCIACIONES Y FUNDACIONES SIN FINES DE LU-
CRO
Fecha: dic-06
Art.  1. La presente ley tiene por objeto establecer un régimen jurídico es-
pecial, que se aplicará a las asociaciones y fundaciones sin fines de lucro.
Art. 3.  La capacidad de las asociaciones y fundaciones deberá atenerse 
a lo que disponga la presente ley y las normas específicas que rijan sus ac-
tuaciones.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de la facultad que tienen para la rea-
lización de todos los actos necesarios para el cumplimiento de sus fines, 
establecidos en su norma interna, siempre que no contraríen el orden pú-
blico, la moral, la ley y las buenas costumbres.
Art. 11. Son asociaciones todas las personas jurídicas de derecho privado, 
que se constituyen por la agrupación de personas para desarrollar de ma-
nera permanente cualquier actividad legal.
Facultades: 
a. Realizar actos para el cumplimiento de sus fines de acuerdo a norma 
interna.

No. 2

No. 3

Normativa: 955
Nombre: CÓDIGO DE SALUD
Fecha: -
Art. 51. Propondrá las leyes para obtener la fluoración de las aguas de 
abastecimiento público.
Art. 56. Desarrollará programas de saneamiento ambiental, encamina-
dos a lograr para las comunidades: a) El abastecimiento de agua potable, 
b) La disposición adecuada de excretas y aguas servidas, h) La eliminación 
y control de contaminaciones del agua de consumo, del suelo y del aire.
Art. 63. El agua destinada para el consumo humano deberá tener la ca-
lidad sanitaria que el Ministerio conceptúa como buena y exigirá el cum-
plimiento de las normas de calidad en todos los abastecimientos de agua 
utilizadas para el consumo humano. En tal virtud y para determinar perió-
dicamente su potabilidad los propietarios o encargados de ellos permiti-
rán las inspecciones del caso.
Art. 64. No podrá efectuarse ninguna construcción, reparación o modi-
ficación de una obra pública o privada destinada al aprovechamiento de 
agua para consumo humano sin la autorización. 
Art. 65- Un Reglamento determinará las condiciones técnicas y legales de 

los servicios de agua potable, así como de la calidad de la misma. 
Art. 67. Se prohíbe descargar residuos de cualquier naturaleza, aguas 
negras y servidas en acequias, quebradas, arenales; barrancas; ríos, lagos, 
esteros; proximidades de criaderos naturales o artificiales de animales 
destinados a la alimentación o consumo humano, y cualquier depósito o 
corriente de agua que se utilice para el uso público; consumo o uso domés-
tico, usos agrícolas e industriales, balnearios o abrevaderos de animales, a 
menos que el Ministerio conceda permiso especial para ello.
Art. 100. Todo predio edificado o sin edificar ubicado en zona urbanizada; 
cualquiera que sea su destino, deberá estar dotado de agua, drenajes y ser-
vicios sanitarios o de sus correspondientes acometidas.
Facultades: 
a. Fluoración de las aguas de abastecimiento público. 
b. Saneamiento ambiental. 
c. Calidad sanitaria del agua. 
d. Autorizar reparación o modificación de obras públicas. 
e. Prohibir descargas que afecten las aguas para consumo doméstico, 
agrícola, industriales, balnearios y abrevaderos de animales.
f. Aplicar las tipificaciones de infracciones.

No. 4

Normativa: 233
Nombre: LEY DEL MEDIO AMBIENTE
Fecha: may-98
Art. 42. Evitar las acciones deteriorantes del medio ambiente, a prevenir, 
controlar, vigilar y denunciar ante las autoridades competentes…, espe-
cialmente las actividades que provoquen contaminación de la atmósfera, 
el agua, el suelo y el medio costero marino.
Art. 46. Para asegurar un eficaz control de protección contra la conta-
minación, se establecerá, por parte del Ministerio en coordinación con el 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y con las autoridades com-
petentes en materia de normatividad del uso o protección del agua.
Art. 49. El Ministerio será responsable de supervisar la disponibilidad y la 
calidad del agua. Un reglamento especial contendrá las normas técnicas 
para tal efecto.
Art. 70. El Ministerio elaborará y propondrá al Presidente de la República 
para su aprobación los reglamentos necesarios para la gestión, uso, pro-
tección y manejo de las aguas y ecosistemas tomando en cuenta la legis-

lación vigente y los criterios siguientes: a) Su manejo se realizará en con-
diciones que prioricen el consumo humano, guardando un equilibrio con 
los demás recursos naturales; d) Asegurar la cantidad y calidad del agua, 
mediante un sistema que regule sus diferentes usos;
Art. 75. El Presidente de la República, a propuesta del Ministerio, formu-
lará los reglamentos relativos al manejo de los suelos y ecosistemas te-
rrestres, tomando en cuenta los siguientes criterios: e) En áreas de recarga 
acuífera y cuencas hidrográficas se priorizará la protección de los suelos, 
las fuentes y corrientes de agua, procurando que éstas mantengan y au-
menten sus caudales básicos.
Facultades: 
a. Prevenir, controlar, vigilar y denunciar ante las autoridades competen-
tes.
b. Coordinar con el MINSAL.
c. Supervisar la disponibilidad y calidad del agua. Un reglamento conten-
drá las normas técnicas.
d. El MARN propondrá reglamentos que garanticen el consumo humano.

No. 5
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Normativa: 776
Nombre: LEY DE PROTECCCIÓN AL CONSUMIDOR
Fecha: sep-05
Art. 4. Sin perjuicio de los demás derechos que se deriven de la aplicación 
de otras leyes, los derechos básicos de los consumidores son los siguientes: 
b) ser protegido de cobros por bienes no entregados o servicios no pres-
tados; i) reclamar y recibir compensación en el caso que los productos o 
servicios sean entregados en calidad, cantidad o forma diferente de la 
ofrecida, pudiendo elegir cualquiera de las siguientes opciones: la repara-
ción del bien, exigir el cumplimiento de la oferta de acuerdo a los términos 
originales, si esto fuere posible; a la reducción del precio, tasa o tarifa.
Del bien o servicio: k) defender sus derechos en procedimientos adminis-

trativos de solución de conflictos, con la inversión de la carga de la prueba 
a su favor, cuando se trate de la prestación de servicios públicos.
Art. 17. Se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulacio-
nes que, en contra de las exigencias de la buena fe, causen en perjuicio del 
consumidor, un desequilibrio en los derechos y obligaciones de las partes, 
tales como: a) Exonerar, atenuar o limitar la responsabilidad de los pro-
veedores en relación a los daños causados por el consumo o uso de los 
bienes o servicios prestados.
Art. 18. Queda prohibido a todo proveedor: m) Cobrar por servicios no 
prestados, salvo en el caso de los cobros mínimos de acceso a los servicios 
públicos. 
Facultades: 
a. Regular la prestación del servicio a favor del consumidor.

Normativa: NSO 13.07.01:08
Nombre: AGUA. AGUA POTABLE
Fecha: -
1. Objeto: establecer los requisitos físicos, químicos y microbiológicos que 
debe cumplir el agua potable para proteger la salud pública. 
2. Campo de aplicación: Esta norma aplica en todo el territorio nacio-
nal y considera todos los servicios públicos, municipales y privados sea 

cual fuera el sistema o red de distribución, en lo relativo a la prevención 
y controles de la contaminación de las aguas, cualquiera que sea su es-
tado físico.
8. Vigilancia y verificación: Corresponde la vigilancia y verificación de 
esta norma al Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.
Facultades: 
a. Cierre de la fuente.

Normativa: AE 867, AE 1279
Nombre: Tarifas de acueductos, alcantarillados y otros que presta 
ANDA.
Fecha: Sep/2015

Art. 1. El presente Acuerdo tiene por objeto establecer las tarifas por el uso 
de las facilidades de la Administración Nacional de Acueductos y Alcanta-
rillados, o por los servicios de agua potable, alcantarillado u otros artículos 
o servicios vendidos, prestados o suministrados por ella.
Facultades: 
a. MINEC establece tarifas.

No. 6

No. 7

No. 8

De los marcos legales en mención, hay que 
destacar los siguientes elementos:

• No existe una entidad reguladora en la pres-
tación del servicio de agua potable y sanea-
miento para los actuales proveedores del ser-
vicio.
• Existe regulación de la calidad del agua.
• No hay una entidad reguladora de las tarifas 
de agua potable y saneamiento de los presta-
dores del servicio.
• No existe ninguna norma de calidad para 
atender los derechos de los consumidores. 

2.3. Situación del pliego tarifario. 
Según (ANDA. s.f. 2a), la tarifa mínima prome-

dio de los Sistemas de Agua potable y Sanea-
miento (SAPS) que incluye a las asociaciones 
comunitarias, comités de agua, administracio-
nes municipales y fundaciones y sociedades de 
economía mixta, ronda entre US$2.17 para los 
sistemas por gravedad y US$5.10 para los de 
bombeo.  Cada sistema administra y decide sus 
tarifas, y no hay ninguna entidad que estandari-
ce las mismas.

Gráfico 
No.1

El Acuerdo Ejecutivo No. 1279 que reformó el Acuerdo Ejecutivo No. 867, de fecha 16 de octubre 
de 2009, por medio del cual el Ministerio de Economía aprobó las tarifas de ANDA, generó las si-
guientes variaciones si se comparan ambos acuerdos.

Tarifa mensual (m³ x tarifa de acueducto) + tarifa de alcantarillado=

Por su parte, ANDA es la única prestadora que se encuentra regida por Acuerdo Ejecutivo en el 
Ramo de Economía para determinar esta. La tarifa calculada por ANDA, tanto de la tarifa residencia 
como comercial, resulta de multiplicar el número de metros cúbicos por el costo de este y, luego, 
sumar el valor establecido en concepto de alcantarillado.

  AE 1279 Septiembre 2015

 Consumo  Precio    Monto y
   % Incremento 
 0 -10  $ 2.39  $ - 0.00%
 21  $ 7.05  -$ 1.45 -17.05%
 22  $ 7.96  -$ 0.86  -9.73%
 23  $ 8.93  -$ 0.21  -2.27%
 24  $ 9.96   $ 0.50  5.33%
 25  $ 11.05   $ 1.28  13.04%
 26  $ 11.42   $ 1.33  13.14%
 27  $ 11.79   $ 1.38  13.22%
 28  $ 12.16   $ 1.43  13.31%
 29  $ 12.53   $ 1.48  13.38%
 30  $ 12.90   $ 1.53  13.46%
 31  $ 16.02   $ 0.04  0.24%
 32  $ 18.36   $ 1.93  11.73%
 33  $ 20.82   $ 3.94  23.32%
 34  $ 24.76   $ 7.43  42.84%
 35  $ 29.60   $ 11.82  66.43%
 36  $ 30.36   $ 12.12  66.48%
 37  $ 31.12   $ 12.43  66.53%
 38  $ 31.88   $ 12.74  66.58%
 39  $ 32.64   $ 13.05  66.62%
 40  $ 33.40   $ 13.36  66.67%
 41  $ 40.90   $ 2.64  6.90%
 42  $ 48.10   $ 8.98  22.96%
 43  $ 55.60   $ 15.62  39.07%
 44  $ 65.60   $ 24.76  60.63%
 45  $ 78.25   $ 36.55  87.65%
 46  $ 79.90   $ 37.34  87.73%
 47  $ 81.55   $ 38.13  87.82%
 48  $ 83.20   $ 38.92  87.90%
 49  $ 84.85   $ 39.71  87.97%
 50  $ 86.50   $ 40.50  88.04%
 51  $ 104.40   $ 50.20  92.62%
 52  $ 106.30   $ 51.10  92.57%
 91  $ 271.40   $ 131.10  93.44%
 101  $ 353.40   $ 171.64  94.43%
 157  $ 543.80   $ 263.48  93.99%
 500  $ 1,710.00   $ 826.00  93.44%
 501  $ 1,973.90   $ 986.94  100.00%

Tarifa Residencial
 AE 867 Octubre 2009

 Consumo  Tarifa   Tarifa Precio
   Alcantarillado
 0 -10  $ 2.29   $ 0.10   $ 2.39
 21  $ 0.32   $ 1.80   $ 8.50
 22  $ 0.32   $ 1.80   $ 8.82
 23  $ 0.32   $ 1.80   $ 9.14
 24  $ 0.32   $ 1.80   $ 9.46
 25  $ 0.32   $ 1.80   $ 9.78
 26  $ 0.32   $ 1.80   $ 10.09
 27  $ 0.32   $ 1.80   $ 10.41
 28  $ 0.32   $ 1.80   $ 10.73
 29  $ 0.32   $ 1.80   $ 11.05
 30  $ 0.32   $ 1.80   $ 11.37
 31  $ 0.45   $ 2.00   $ 15.98
 32  $ 0.45   $ 2.00   $ 16.43
 33  $ 0.45   $ 2.00   $ 16.88
 34  $ 0.45   $ 2.00   $ 17.33
 35  $ 0.45   $ 2.00   $ 17.79
 36  $ 0.45   $ 2.00   $ 18.24
 37  $ 0.45   $ 2.00   $ 18.69
 38  $ 0.45   $ 2.00   $ 19.14
 39  $ 0.45   $ 2.00   $ 19.59
 40  $ 0.45   $ 2.00   $ 20.04
 41  $ 0.86   $ 3.00   $ 38.26
 42  $ 0.86   $ 3.00   $ 39.12
 43  $ 0.86   $ 3.00   $ 39.98
 44  $ 0.86   $ 3.00   $ 40.84
 45  $ 0.86   $ 3.00   $ 41.70
 46  $ 0.86   $ 3.00   $ 42.56
 47  $ 0.86   $ 3.00   $ 43.42
 48  $ 0.86   $ 3.00   $ 44.28
 49  $ 0.86   $ 3.00   $ 45.14
 50  $ 0.86   $ 3.00   $ 46.00
 51  $ 1.00   $ 3.20   $ 54.20
 52  $ 1.00   $ 3.20   $ 55.20
 91  $ 1.50   $ 3.80   $ 140.30
 101  $ 1.76   $ 4.00   $ 181.76
 157  $ 1.76   $ 4.00   $ 280.32
 500  $ 1.76   $ 4.00   $ 884.00
 501  $ 1.96   $ 5.00   $ 986.96

Tabla 
No.2

La tabla permite observar que para la tarifa residencial no hubo variación de los consumidores 
de 0-20 m³. Inclusive hubo disminución del cobro para el segmento de 21-23 m³. El incremento se 
vuelve sensible a partir de los 34 m³. Llama la atención que el incremento en el consumo de 41 m³ es 
baja y de allí en adelante es una tarifa progresiva.
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De acuerdo a (ANDA. s.f. 3a) en el año 2015 el 
número de usuarios agrupados según segmen-
to de consumo era el siguiente:

Al cruzar la tabla de tarifas con el número de 
usuarios se concluye que un 93.76% de consu-
midores, pese a la modificación tarifaria, no fue-
ron impactados significativamente por el incre-
mento de la tarifa.

Tabla 

No.3

 Consumo Usuarios % de usuarios
   del total

 0 -10 466,332 70.48
 21 19,159 2.9
 22 17,234  2.6
 23 15,225  2.3
 24 15,738  2.38
 25-30 62,785  9.49
 31 7,206  1.09
 32 6,153  0.93
 33 5,509  0.83
 34 5,058  0.76
 35-40 21,399  3.23
 41 2,005  0.3
 42 1,837  0.28
 43 1,560  0.24
 44 1,386  0.21
 45-50 5,574  0.84
 51-+500 7,485  1.14

 TOTAL 661,645 100

Gráfico 
No.2

 AE 1279 Septiembre 2015

 Precio   Monto y % de m3 
  Incremento
 $ 3.86 $ -    0.00%
 $ 10.40 $ 7.84 306.25%
 $ 11.30 $ 8.33 280.47%
 $ 12.20 $ 8.82 260.95%
 $ 13.10 $ 9.31 245.65%
 $ 14.00 $ 9.80 233.33%
 $ 14.90 $ 10.29 223.21%
 $ 15.80 $ 10.78 214.74%
 $ 16.70 $ 11.27 207.55%
 $ 17.60 $ 11.76 201.37%
 $ 18.50 $ 12.25 196.00%
 $ 19.40 $ 12.74 191.29%
 $ 20.30 $ 13.23 187.13%
 $ 21.20 $ 13.72 183.42%
 $ 22.10 $ 14.21 180.10%
 $ 23.00 $ 14.70 177.11%
 $ 30.20 $ 13.04 75.97%
 $ 31.40 $ 13.52 75.58%
 $ 54.00 $ 21.07 63.97%
 $ 103.13 $ 37.80 57.87%
 $ 274.13 $ 113.83 71.01%
 $ 379.66 $ 191.64 101.92%
 $ 1,836.34 $ 923.16 101.09%
 $ 1,840.00 $ 925.00 101.09%
 $ 2,309.57 $ 1,391.75 151.64%

Por su parte, en lo que respecta a la tarifa comercial los datos observados muestran la siguiente infor-
mación:

En cuanto al número de usua-
rios en la relación de segmen-
tos de consumo en la tarifa co-
mercial, de acuerdo a (ANDA. 
s.f. 3b) se presenta la siguiente 
información:

Tabla 
No.5

 Consumo Usuarios % de usuarios
   del total

 0 -5 4,595 11.59
 6-20 17,644 44.5
 21-30 6,320 15.94
 31-50 5,607 14.14
 51+500 5,481 13.82

 TOTAL 39,647 99.99

Tarifa ComercialTabla 
No.4

 AE 867 Octubre 2009

 Consumo  Tarifa   Tarifa     Precio 
   Alcantarillado 
 0-5 $ 3.76 $ 0.10 $ 3.86
 6 $ 0.41 $ 0.10 $ 2.56
 7 $ 0.41 $ 0.10 $ 2.97
 8 $ 0.41 $ 0.10 $ 3.38
 9 $ 0.41 $ 0.10 $ 3.79
 10 $ 0.41 $ 0.10 $ 4.20
 11 $ 0.41 $ 0.10 $ 4.61
 12 $ 0.41 $ 0.10 $ 5.02
 13 $ 0.41 $ 0.10 $ 5.43
 14 $ 0.41 $ 0.10 $ 5.84
 15 $ 0.41 $ 0.10 $ 6.25
 16 $ 0.41 $ 0.10 $ 6.66
 17 $ 0.41 $ 0.10 $ 7.07
 18 $ 0.41 $ 0.10 $ 7.48
 19 $ 0.41 $ 0.10 $ 7.89
 20 $ 0.41 $ 0.10 $ 8.30
 21 $ 0.72 $ 2.00 $ 17.16
 22 $ 0.72 $ 2.00 $ 17.88
 31 $ 0.97 $ 2.80 $ 32.93
 51 $ 1.22 $ 3.00 $ 65.32
 91 $ 1.72 $ 3.60 $ 160.30
 101 $ 1.82 $ 4.00 $ 188.02
 499 $ 1.82 $ 4.00 $ 913.18
 500 $ 1.82 $ 4.00 $ 915.00
 501 $ 1.82 $ 5.00 $ 917.82
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Gráfico 
No.3

Se desprende de los datos observados, en el 
cuadro de la tarifa comercial actual, lo siguiente:

• De 0-5 m³ no hubo incremento si se obser-
van ambos decretos.
• Los segmentos más golpeados por la medida 
en cuanto a tarifa son de 6-14 m³, donde se ob-
servan incrementos del 300% al 200%. De 15 
a 20 m³ el incremento oscila entre 190% has-
ta un 170% m³, sin duda fue el segmento más 
afectado ya que representa el 44.5% del total 
de usuarios comerciales.
• La tarifa es regresiva (100% el incremento 
promedio) proporcionalmente si se compa-
ran los rangos de bajo consumo, medio y ma-
yor. Es decir, a mayor consumo, menor pago, 
pero la lógica de esta medida parece estar 
fundamentada en el hecho que son pocos 
los usuarios arriba del rango de consumo de 
51 a más de 500 m³, que equivalen al 13.82%.

Por su parte, la Re-
solución de Solicitud 
IP-106-14-2017 (trans-
parencia.gob.sv, 2017) 
señala el monto de sub-
sidios otorgados por 
serie de año.  De hecho, 
se nota una reducción 
significativa en el últi-
mo año de casi un 50% 
con respecto a los años 
2014 al 2016.

 Año Consumo facturado Valor facturado Monto subsidiado
  en m3 Acueducto/Alcantarillado 
 2004 225,420,949 $62,635,456.00 $79,379,741.87
 2005 244,954,034 $58,353,707.00 $56,774,688.98
 2006 113,996,273 $28,056,096.00 $67,003,782.84
 2007 199,727,711 $73,748,688.90 $40,887,643.28
 2008 206,173,258 $68,454,884.69 $64,564,066.16
 2009 203,010,687 $68,139,061.97 $88,549,349.54
 2010 187,297,214 $98,232,172.74 $51,762,618.62
 2011 139,548,248 $42,114,615.88 $67,172,848.62
 2012 144,333,638 $42,796,989.80 $81,234,987.03
 2013 151,982,595 $46,432,261.46 $102,118,748.83
 2014 154,142,200 $44,125,470.29 $74,108,694.63
 2015 145,139,087 $41,103,520.71 $70,283,107.29
 2016 143,449,380 $45,080,766.82 $75,788,598.51
 2017 70,695,997 $21,390,677.41 $37,694,927.86

Tabla No.6

2.4 Subsidios.
Mediante Resolución de Solicitud IP-068-14-

2015 (transparencia.gob.sv, 2017) se define el 
subsidio al agua como: 

“Un estímulo de la economía es la diferencia 
entre el precio real de un bien o servicio y el 
precio real cobrado al consumidor de estos 
bienes o servicios. En economía el subsidio se 
aplica para estimular artificialmente el con-
sumo o la producción de un bien o servicio. 
Son mecanismos contrarios a los impuestos. 
Generalmente la aplicación de subsidios es-
pecíficos al consumo o a la producción de un 
producto cualquiera, tiene su origen en la in-
tención de los Estados de alcanzar metas so-
ciales, o bien para favorecer (por distintas ra-
zones) a determinadas personas, actividades 
o zonas de un país”.

Según el Boletín Estadístico 2017 de ANDA, du-
rante el año 2017, a nivel nacional se emitió fac-
turación por un valor de $140,588.9 millones en 
concepto de prestación de servicios de agua po-
table y alcantarillado sanitario; de esta facturación 
emitida el ingreso percibido fue de $138,419.8 mi-
les (el cual incluye recuperación de mora de años 

En tal sentido, si se analiza el monto del subsidio con respecto a los ingresos totales, ANDA está 
subsidiando a una buena parte de la población que no necesita subsidio.

Tabla 

No.7

Gráfico 

No.4

SECTORES 2013 2014 2015 2016 2017
 $ % $ % $ % $ % $ %
TOTALES 103,653.1 100.0 105,006.40 100.0 117,663.3 100.0 152,315.7 100.0 140,588.9 100.0
Particular 88,622.3 85.5 91,413.70 87.1 100,711.9 85.6 125,943.8 82.7 113,737.8 80.9
Gobierno Central  8,901.30 8.6 8,710.50 8.30 11,144.7 9.5 18,241.4 12.0 19,392.7 13.8
Instituciones
Autónomas 2,124.60 2.0 2,400.20 2.30 3,362.8 2.9 5,627.0 3.7 5,080.5 3.6

Municipalidades 4,004.90 3.9 2,482.00 2.4 2,443.9 2.1 2,503.5 1.6 2,377.9 1.7

anteriores). El mayor porcentaje de la facturación 
emitida se concentra en el Sector Particular (inclu-
ye servicios domiciliares, colectivos y comerciales) 
por un monto de $113,737.8 millones, represen-
tando el 80.9%, el Gobierno Central con el 13.8%, 
las Instituciones Autónomas el 3.6% y las Munici-
palidades con el restante 1.7%.

2.5. Protección al consumidor.
De acuerdo a la Defensoría del Consumidor (Defensoría del Consumidor [DC], 2017) se atendie-

ron un total de 71,505 personas, en concepto de asesorías, denuncias, gestiones y derivaciones. De 
estas atenciones, el 79.26% estuvieron concentradas en los sectores de Agua potable (15,197), Te-
lecomunicaciones (15,131), Servicios financieros (13,072), Energía eléctrica (5,150), Electrodomésti-
cos (4,271) y Artículos del hogar (3,848).
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El informe señala que se recibieron un total 
de 10,974 denuncias de las que 6,630 corres-
pondieron al servicio de agua potable, es 
decir, el 60.41%; 1,343 a telecomunicaciones; 
683 a artículos del hogar; 612 a electrodo-
mésticos, y 531 servicios financieros.  

Por otra parte, se indica que se tuvo una recu-
peración monetaria de US$ 7,805,790.92, de los 
que US$853,530.51 correspondieron a la presta-
ción del servicio de agua potable, representando 
el 10.93% del monto total reclamado.

De igual forma, se señala que los montos 
recuperados por los consumidores están re-
lacionados con ajustes en cuentas facturadas 
por errores de lectura en aparatos de medición, 
aplicación errónea de pliego tarifario y mal fun-
cionamiento de aparatos de medición.  

Lo anterior podría guardar relación al hecho 
del mal estado de los medidores.  En efecto, se-
gún la información proporcionada por la autó-

Gráfico 

No.5

noma (Administración Nacional de Acueductos 
y Alcantarillados [ANDA], 2015) señalaba que:

“Al finalizar el año 2015 en la región metropo-
litana se tenían instalados 396,764 servicios 
con medidor, equivalente al 94.5% del total de 
servicios de la región, de los cuales 371,616 se 
encontraban funcionando y 25,148 tenían el 
medidor en mal estado.  Mientras que 22,871 
servicios que corresponden al 5.5% del total de 
servicios de la región metropolitana, se encon-
traban funcionando en forma directa”.

Además, es importante señalar que ANDA 
posee una carta de Derechos del Ciudadano, 
pero se desconoce si esta se cumple o no.   

Derecho a ser atendido por todos los cana-
les disponibles.
1. Ser atendido de forma oral (ya sea personal-
mente o por teléfono) en el horario de 8:00 am 
a 4:00 p.m., en los días de lunes a viernes, ex-
cepto festivos.

2. Ser atendido por escrito a la mayor breve-
dad posible, tanto mediante un documento 
en papel, el correo electrónico, el fax o el con-
tacto a través del sitio web de la institución.

3. Consultar el sitio web de la institución en 
http://www.anda.gob.sv donde encontrará in-
formación relacionada con los servicios y acti-
vidades de la misma.

Derecho a recibir atención adecuada.
4. Recibir un trato amable y respetuoso del per-
sonal de la institución, con consideración hacia 
sus intereses e inquietudes y adaptación a sus  
circunstancias psicológicas, sociales y culturales.

5. Ser atendido  en igualdad de condiciones y 
sin discriminación alguna por razones de sexo, 
lengua, religión, condición social, nacionali-
dad, origen, opinión, etc.

6. Conocer el nombre, cargo, número telefóni-
co de la oficina y correo electrónico de las au-
toridades o funcionarios que lo atienden.

7. Exigir la máxima puntualidad en  las actua-
ciones de la institución en las que resulte ne-
cesaria su comparecencia.

Derecho a obtener información.
8. Obtener toda la información de carácter 
general que requiera, de forma veraz, eficaz, 
suficiente, transparente y actualizada; siempre 
que su revelación no sea contraria a las dispo-
siciones legales vigentes.

9. Recibir indicaciones precisas sobre el trá-
mite a realizar y su duración; así como de los 
aranceles respectivos a cancelar y la ayuda ne-
cesaria para el llenado de los distintos formu-
larios utilizados en los trámites respectivos.

10. Disponer de forma gratuita de los formatos 
y formularios utilizados para realizar cualquier 
gestión, ya sea de forma personal, por correo 
electrónico o vía fax.

11. Que la información oral o escrita que reciba 

Carta de derechos del ciudadano
de la institución utilice un lenguaje comprensi-
ble, empleando una sintaxis, estructura y voca-
bulario sencillos, sin perjuicio de su rigor técnico.

Derecho a una tramitación eficiente.
12. La atención de su solicitud en el orden de 
llegada o presentación.

13. Una tramitación ágil de los asuntos que le 
afecten, que deberán resolverse en los tiempos 
establecidos para cada diligencia, y a conocer, 
en su caso, el motivo concreto del retraso.

14. Conocer en cualquier momento el estado 
del trámite de su solicitud.

15. La máxima privacidad, seguridad y confi-
dencialidad de su información personal tanto 
antes, durante y después del trámite como en 
cualquier comunicación que establezca con la 
institución.

Derecho a exigir el cumplimiento de sus de-
rechos.
16. Recibir, cuando no se encuentre satisfecho 
con los servicios ofrecidos,  explicaciones de-
talladas y la atención y resolución inmediata 
de su queja.

17. Formular reclamaciones, denuncias y suge-
rencias relativas al incorrecto funcionamiento 
de la institución o a la inadecuada tramitación 
de su solicitud, así como a recibir respuesta a 
las mismas a la mayor brevedad posible.

18. Ejercer y exigir plenamente los derechos 
reconocidos en esta Carta y los que le otorga 
la ley, aunque esté afectado por cualquier tipo 
de discapacidad sensorial, física o psíquica.

Derecho a participar en el mejoramiento de 
la institución.
19. Proporcionar, por cualquier canal oral o es-
crito, información que ayude al mejoramiento 
de la institución o de sus servicios, ya sea en 
forma de sugerencias, recomendaciones, co-
mentarios o comunicación sobre su experien-
cia pasada con la institución.

20. Ser informado sobre las iniciativas que 
lleva a cabo la institución para su perfeccio-
namiento, tanto a través de los medios de co-
municación como a través de consultas que 
desee plantear sobre este tema.

18 19

SITUACIÓN ACTUAL DEL SUBSECTOR DE 
AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO EN EL PAÍS



III. Análisis comparativo de las 
propuestas sobre el subsector de 
agua potable y saneamiento.
3.1 Evolución histórica de las propuestas de reformas relacionadas al subsector de agua pota-
ble y saneamiento y contexto de la discusión actual.

A continuación, se presenta de forma gráfica la evolución por años de las propuestas de marcos 
legales y de reformas que se han presentado en torno al tema del agua que trastocan al sub sector de 
agua potable y saneamiento.  

Caritas y UNES 
(2006) presentan 
propuesta de Ley 
General de Aguas.

Asociación de 
Regantes Atiocoyo 
(2013) presenta 
propuesta de Ley 
General de Aguas.

CDC (2007) presenta 
propuesta de Ley del 
Subsector de Agua 
Potable y Saneamiento.

ARENA, GANA, PCN y 
PDC (2017) presentan 
propuesta de Ley 
Integral de Aguas.

ARENA presenta pieza 
de correspondencia 
para reforma al Art. 3 
de la Ley de ANDA para 
reformar tarifas.

Campaña “El Agua 
es Nuestra” (2008) 
presenta propuesta 
de Reforma 
Constitucional por 
el Derecho Humano 
al Agua.

Asamblea 
Legislativa retomar 
discusión de Ley 
Integral de Aguas.

Asamblea legislativa 
aprueba dictamen 
para cobro de 
servicio no brindado.

MARN (2012) 
presenta propuesta 
consensuada con 
el Foro del Aguas y 
Mesa del Agua, Ley 
General de Aguas.

MINEC/ANDA 
reforman pliego 
tarifario 867 por 
1279.

2006 20132007

2017

2008

2018
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En relación a la Ley General de Aguas, Cari-
tas y UNES presentaron en el 2006 la primera 
propuesta de Ley General de Aguas. En marzo 
de 2012 y junio del 2017 se presentaron a la 
Asamblea Legislativa dos anteproyectos de ley 
sobre la gestión del recurso hídrico; una, por 
parte del gobierno a través del ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, la cual 
fue formulada por un equipo conformado por 
diversas instituciones del Estado liderado por el 
MARN y consensuado con diversos sectores de 
la sociedad civil, como organizaciones de con-
sumidores, ambientalistas, mujeres, desarrollo 
humano. En el 2013, la Asociación de Regantes 
Atiocoyo presenta otra propuesta de Ley Gene-
ral de Aguas y, finalmente, en el 2017 ARENA, 
PDC, GANA y PCN presentaron su propia pro-
puesta formulada a partir de su propia visión de 
la gestión del agua denominada Ley Integral de 
Agua. Esta última pretende regular al subsector 
de agua potable y saneamiento distanciándose 
de la propuesta consensuada del MARN. 

Entre el 2014 y 2017, la Comisión de Medio 
Ambiente llegó a acuerdos sobre 92 artículos 
planteados en la propuesta del MARN. Donde 
no se dio avances fue en el punto de la institu-
cionalidad del agua.  En tal sentido, en el 2017 
y con el objetivo de desbloquear el debate le-
gislativo sobre el agua y contribuir con insumos 
concretos, la Universidad Centroamericana 
(UCA) elaboró una propuesta técnica enfocada 
sólo en la institucionalidad del agua. Esta pro-
puesta fue apoyada por la iglesia católica, la 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos 
Humanos (PDDH) y las organizaciones integran-
tes del Colectivo Socio Ambiental “Cuidemos la 
Casa de Todos”.

En relación al subsector, en 2007, el Centro 
para la Defensa del Consumidor (CDC) presen-
tó una propuesta de Ley del Subsector de Agua 
potable y Saneamiento.  Esta nunca ha sido dis-
cutida puesto que el argumento ha sido que 
mientras no se apruebe una Ley General de 
Aguas, no tiene sentido una regulación para 
este subsector y otros.

En el 2008, el CDC en conjunto con organi-
zaciones sociales integrantes de la “Campaña 
Ciudadana El Agua es Nuestra”, presentan la 
propuesta de Reforma Constitucional. Como 
resultado de la lucha del movimiento social se 
logró que el 19 de abril de 2012, la legislatura 
2009-2012 aprobara con 83 votos en la última 
sesión plenaria la reforma constitucional en el 
artículo 69, que reconocería al agua como un 
derecho humano, la cual debería ser ratificada 
por la subsiguiente legislatura. Sin embargo, el 
compromiso expresado en esa oportunidad no 
fue ratificado en el periodo 2012-2015, como 
debió hacerse. Al final de esa misma legislatura 
los diputados aprobaron una nueva propues-
ta de reforma constitucional en el artículo 69, 
pero su ratificación ni siquiera fue discutida en 
la Comisión de Legislación y Puntos Constitu-
cionales de la legislatura 2015-2018.

ANDA y MINEC aprueban reforma al Pliego 
Tarifario 867 por el 1279 en razón de incremen-
tos a la tarifa del subsector de agua potable 
saneamiento. Y en septiembre, la Asamblea 
Legislativa aprueba dictamen para cobro de 
servicio no brindado, en el marco de una dis-
cusión donde ARENA había presentado una 
propuesta de reforma a la Ley de ANDA para 
que una Comisión Nacional Especial regulara 
las tarifas.  

3.2 Análisis y comparativo de las propuestas.
A continuación se presenta un comparativo 

de las propuestas de legislación en materia de 
recursos hídricos y agua potable y saneamien-
to relacionando los aspectos más relevantes en 
relación al subsector. Se analizan las propuestas 
de Ley General de Aguas (LGA), Ley Integral de 
Aguas (LIA), Ley del Sub Sector de Agua Potable 
y Saneamiento (LSAS) y la Ley de ANDA (LAN-
DA) vigente.  

La comparación se realiza a partir de las dis-
posiciones que abordan los siguientes elemen-
tos: Naturaleza jurídica de los marcos, Modelo 
de institucionalidad propuesto, Competencias, 
Regulación de los sub sectores, Calidad del 
agua y Regulación de Tarifas. 
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Respecto a la naturaleza, tanto la ley General 
de Aguas como la Ley Integral del Agua tienen 
por objeto o razón de ser, la regulación de la 
gestión de todas las aguas dentro del territorio 
nacional. Por su parte, la Ley del Subsector y la 
Ley de ANDA no contemplan la regulación de 
todas las aguas sino únicamente la regulación 
de una parte de las aguas, específicamente, la 
del subsector de usos de agua potable y el sa-
neamiento.

Respecto a la regulación del subsector y la 
prestación de los servicios de agua potable y 

3.2.1. Naturaleza jurídica.

3.2.2. Modelos de institucionalidad.

Naturaleza Jurídica
 LGA LIA LSAS LANDA
 Objeto. Art. 1. Objeto. Art. 1. Objeto de la ley. Disposiciones Fundamentales.  
   Art. 1. Art. 1.
    Art. 2.

MODELOS DE INSTITUCIONALIDAD
 LGA LIA LSAS LANDA
. Niveles de gestión del sector 
hídrico. Art. 10 
. Consejo Nacional del Agua. 
Art. 11 
. Integración del Consejo Nacio-
nal del Agua. Art. 12 
. Atribuciones del CNA. Art. 13 
. Comité Consultivo del CNA. 
Art. 14 
. Autoridad competente. Art. 16 
. Finalidad del MARN. Art. 17 
. Competencias del MARN. Art. 18

.  Creación de la Autoridad Hídri-
ca. Art. 10 
. De las Facultades de la Autori-
dad Hídrica. Art. 12 
. Estructura Organizativa de la 
Autoridad Hídrica. Art. 13 
. La organización de la Auto-
ridad Hídrica Junta Directiva. 
Art. 14 
. Las facultades y atribuciones 
Administración de la Autoridad 
Hídrica Art. 23

. Creación de la Autoridad 
Nacional de Agua Potable y 
Saneamiento Art. 11 
. Organización de la Organiza-
ción de la ANAPSA. Art. 15.
. Dirección de la ANAPSA. Art. 19 
. Integración del CODINA. Art. 20 
. Atribuciones del CODINA. Art. 21 
. Director Ejecutivo. Art. 31

.  Creación de la Administración 
Nacional de Acueductos y Alcan-
tarillados A.N.D.A. Art. 1 
. Las Facultades Y Organización,  
Dirección y Administración de a 
ANDA. Art. 6 

saneamiento, cada una de las leyes desarrolla 
un alcance diferente de regulación, según sus 
objetivos. En el caso de la Ley de ANDA, única-
mente se limita a la creación de la empresa pro-
veedora de servicios a nivel nacional y le esta-
blece como una de sus obligaciones el proveer 
y ayudar a proveer a los habitantes de la Repú-
blica los servicios de acueducto y alcantarillado. 
Por su parte, la LSAS va más allá al regular no 
solo la prestación del servicio como tal, sino que 
incluyen el funcionamiento de los proveedores 
existentes y nuevos, así como medidas para la 
sustentabilidad del recurso hídrico.

a. Rectoría y gobernanza del recurso hídrico.
Respecto a la institucionalidad, las propues-

tas postulan sistemas organizativos totalmente 
diferentes, en razón de su naturaleza, de los ám-
bitos que pretenden regular y la visión de go-
bernanza de la institucionalidad rectora. 

Debe comprenderse que tanto la Ley Gene-
ral de Aguas como la Ley Integral del Agua al 
regular todas las aguas coinciden en proponer 

a la cabeza un organismo colegiado intersec-
torial, en la lógica de que la toma de decisiones 
considere los diferentes puntos de vista y nece-
sidades de dichos sectores. Sin embargo, luego 
de este aspecto, las propuestas difieren total-
mente, en cuanto a la naturaleza institucional 
y su orden jerárquico dentro del Órgano Ejecu-
tivo, composición, distribución de funciones y 
competencias, nivel de democratización y par-

ticipación ciudadana en la toma de decisiones 
estratégicas.

En primer lugar, en cuanto a la naturaleza de 
la institucionalidad y orden jerárquico dentro 
del Órgano Ejecutivo, la LGA propone una Con-
sejo Nacional del Agua (CNA) vinculado a la Pre-
sidencia de la República, sin carácter autónomo 
sino dependiente de la misma y con el MARN 
como único organismo materialmente ejecutor 
de todas las políticas relacionadas a la rectoría 
de dicho sector y dejando la regulación de los 
sub sectores, en manos de las respectivas insti-
tuciones reguladoras, indicadas más adelante.

Por su parte, la LIA crea una Autoridad Hídri-
ca (AH) como institución autónoma vincula-
da al Órgano Ejecutivo a través del MARN, con 
todas las competencias en materia de rectoría 
y regulación del aprovechamiento de los dife-
rentes usos del agua, sin considerar otros entes 
reguladores. 

En segundo lugar, respecto a la composición 
de los referidos organismos rectores, en la LGA 
se propone un CNA presidido por el titular del 
MARN y conformado por los titulares de otras 
nueve carteras del estado; como un espacio de-
liberativo estratégico como un símil del Conse-
jo de Ministros pero enfocado a la gestión del 
agua. Por su parte, la LIA plantea que la Junta 
Directiva de la Autoridad Hídrica esté compues-
ta por un Director Presidente nombrado por el 
Presidente de la República, dos Directores elec-
tos por la Corporación de Municipalidades de 
la República de El Salvador (organismo privado 
conformado por las distintas alcaldías del país) 
y dos Directores electos por los miembros de 
la Asociación Nacional de la Empresa Privada 
ANEP, es decir, una Junta Directiva con una ma-
yoría por parte del sector privado, limitando la 
facultad constitucional del Órgano Ejecutivo de 
establecer las políticas públicas reconocida en 
los artículos 167 y 168 de la Constitución.

 
En tercer lugar, respecto a las competencias 

y funciones de los organismos de dirección, la 

LGA plantea que el CNA se límite únicamente 
a la aprobación del Plan Nacional Hídrico, re-
solver conflictos en última instancia, declarar 
emergencias y aprobar su normativa de funcio-
namiento. Mientras, que deja al MARN todas las 
facultades y competencias relativas a la aplica-
ción de la LGA, como la formulación y aplica-
ción de la Política Nacional de los Recursos Hí-
dricos y el Plan Nacional Hídrico. En el caso de 
la LIA, da a la AH a través de su Junta Directiva 
todas las facultades necesarias para la gestión 
del recurso hídrico nacional y delegando la ad-
ministración y la ejecución de las actividades de 
la AH en un Director Ejecutivo, nombrado por la 
Junta Directiva.

En cuarto lugar, respecto a la democratiza-
ción y participación ciudadana en la toma de 
decisiones, la LGA no brinda espacios a la ciu-
dadanía para participar activamente en la toma 
de decisiones ya que el espacio de participa-
ción ciudadana queda únicamente al nivel de 
asesoría y consulta del CNA con voz, pero sin 
voto a solicitud del mismo consejo y sin ningu-
na incidencia en las acciones desarrolladas por 
el MARN. Por su parte, la LIA únicamente brinda 
espacio de decisión a la empresa privada y a la 
corporación de municipalidades, sin conside-
rar la opinión de otros sectores de la sociedad 
como los consumidores y usuarios, órganos de 
protección del medio ambiente y comerciantes 
e industriales no agremiados en ANEP.

b. Rectoría y gobernanza del subsector de 
agua potable y saneamiento.

En cuanto a la institucionalidad reguladora 
del subsector de agua potable y saneamiento, la 
LSAS, propone la creación de una Autoridad Na-
cional de Agua Potable y Saneamiento (ANAP-
SA) como una institución autónoma, dirigida 
por un Consejo Directivo Nacional compues-
to por un representante del ente rector de los 
recursos hídricos, un representante de la Uni-
versidad de El Salvador, y, un representante de 
las Asociaciones de Consumidores legalmente 
constituidas.  Este Consejo tendría el apoyo de 
un Comité técnico integrado por expertos de 
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diferentes instituciones del Estado y su adminis-
tración estaría a cargo de un Director Ejecutivo 
nombrado por el Consejo Directivo, dicha Auto-
ridad tendría como funciones principales crear 
las políticas relativas al subsector, resolver con-
flictos en el sector, regular tarifas y condiciones 
de prestación de los servicios del subsector.

Por su parte, la LGA no crea institucionalidad 
respecto al subsector sino que delega en ANDA 
la regulación. En ese sentido, la LANDA crea a la 
ANDA como institución autónoma, compuesta 
por un Presidente nombrado por el Presidente 
de la República y cinco Directores Propietarios 
nombrados por el Poder Ejecutivo en los ramos 
de Obras Públicas, Interior, Salud Pública y Asis-

tencia Social, Consejo Nacional de Planificación 
y Coordinación Económica y el quinto por la Cá-
mara Salvadoreña de la Industria de la Construc-
ción, sin ningún espacio para la participación de 
otros sectores como consumidores y usuarios.  

En cambio, la LIA crea una Dirección de Agua 
Potable y Saneamiento como parte de la estruc-
tura de la AH, con la función de proponer a la 
Junta Directiva la normativa técnica regulato-
ria del Subsector, así como crear y mantener un 
sistema de información sobre la situación de 
los servicios y proponer acciones pertinentes 
para ampliar la cobertura y mejorar la calidad. 
Sin embargo, su director es nombrado por los 
representantes de los sectores privados.

3.2.3. Competencias en el subsector de agua potable y saneamiento.

COMPETENCIAS EN LOS SUBSECTORES
 LGA LIA LSAS LANDA
. Subsectores y entidades com-
petentes. Art. 19 
. Relaciones Facultades del 
MARN y. Obligaciones de los 
entes públicos reguladores. 
Art. 20 
. Servicio de agua potable y 
saneamiento Art. 63

. Dirección de Agua Potable y 
Saneamiento. Art. 25
. Fiscalización. Art. 26 
 

. Atribuciones y competencias 
de la ANAPSA. Art. 14 

.  Facultades y atribuciones de 
la Administración Nacional de 
Acueductos y Alcantarillados. 
Art. 3

Respecto a la distribución de las competen-
cias por subsectores, en cada una de las leyes se 
parte de la institucionalidad propuesta, tal es el 
caso de la LGA la cual luego de la creación del 
CNA desarrolla la asignación de competencias 
en materia de regulación de los diferentes sub-
sectores, el Ministerio de Agricultura y Ganade-
ría para usos agropecuarios, la Superintendencia 
General de Electricidad y Telecomunicaciones, 
para la generación hidroeléctrica y geotérmica, 
los usos Industriales y recreativos al MARN y el 
Subsector de agua potable y saneamiento le es 
asignado a la ANDA; debiendo cada institución 
desarrollar su propia regulación conforme a sus 
respectivas legislaciones. Y en el caso del agua 
potable y saneamiento manda además a crear 
una ley especial para regular dicha materia. 

La LGA da la competencia al MARN de emitir 

normativa y directrices respecto a los diferen-
tes usos del agua y vigilar su cumplimiento, y 
establecer la obligación de los reguladores de 
cumplir con las disposiciones de la LGA y de las 
directrices, normas y políticas emitidas por el 
MARN y cobrar el respectivo canon por el uso 
del agua.

Respecto a la distribución de competencias, 
la LIA únicamente asigna facultades de regula-
ción técnica, vigilancia y desarrollo del subsec-
tor a la Dirección de Agua Potable y Saneamien-
to manteniendo la competencia de regular los 
otros usos del agua en la junta directiva de su 
respectiva Autoridad. 

En cuanto a la LSAS, está refiere todas las 
competencias en materia de regulación del sub 
sector a la ANAPSA, formulación de planes y po-

líticas sectoriales e intersectoriales, regulación 
técnica de los servicios, autorización de provee-
dores y proyectos de explotación tratamiento 
y vertidos de aguas, investigación desarrollo y 
fomento de nuevas tecnologías, regulación de 
tarifas, creación de un fondo especial para la 
gestión del recurso y definición de la política de 
subsidios para subsidios, desarrollo de acción de 
protección del medio ambiente y promoción de 
la participación ciudadana. 

Actualmente, la Ley de Creación de ANDA es 
la única legislación que contempla la asignación 
de competencias en materia de prestación de los 
servicios de agua potable y saneamiento, según 
su Ley vigente. La ANDA tiene como facultades 
el hacer mesuras, sondeos y estudios sobre to-
dos los cuerpos de agua en el territorio en cual-
quier lugar en el que se encuentren ya sea en 
inmuebles del Estado o privados, pudiendo ad-

quirir cualquier inmueble que considere nece-
sario para la correcta prestación de sus servicios 
inclusive mediante el sistema de expropiación 
de dichos inmuebles. Respecto al recurso hídri-
co y a la prestación de servicios, la ANDA está 
facultada para adquirir, utilizar y tratar aguas su-
perficiales o subterráneas para disponer de las 
mismas para la provisión de las poblaciones y 
zonas rurales, así como el estudio, investigación, 
evaluación, tratamiento y disposición final de a 
aguas residuales. La ANDA también tiene dentro 
de sus competencias el someter a la aprobación 
del Órgano Ejecutivo las tarifas por sus servicios. 
Respecto a su responsabilidad, su Ley le brinda 
una protección respecto a demandas por daños 
y perjuicios causados por impurezas, irregulari-
dad o insuficiencia del agua proveída por ella y 
tampoco pueden ser embargados ni vendidos 
en pública subasta los bienes de la institución 
necesarios  para el servicio público.

Respecto al aspecto sustantivo de las leyes, 
es decir, el fondo de las propuestas en cuanto 
a la regulación y reglamentación del subsector, 
cada una de las leyes tiene enfoques diferentes, 
ya sea por las características de la estructura 
propuesta o por la naturaleza de sus objetivos. 
En este aspecto, la LGA se centra en primer lugar 
en establecer los parámetros de la planificación 
estratégica de la gestión de los diferentes usos 
del agua, estableciendo una Política Nacional y 
una Planificación Hídrica en las cuales se debe 
plasmar la visión de sostenibilidad de la gestión 
así como las acciones a realizar para su conse-

3.2.4. Regulación de los sectores. 

REGULACIÓN DE LOS SECTORES
 LGA LIA LSAS
. Política Nacional de los Recursos Hídricos. 
Art. 34 
. Planificación hídrica. Art. 36 
. Sistema de Información Hídrica. Art. 47 
. Usos preferenciales. Art. 54 
. Uso preferente. Art. 58 
. Uso doméstico. Art. 59 
. Extracción de aguas con fines de uso 
doméstico. Art. 60 
. Exención de autorizaciones. Art. 61

. De las Facultades de la Autoridad Hídrica.  
Art. 12
. Uso doméstico. Art. 66 
. Registro de aguas con fines de uso domés-
tico. Art. 67 
. Del Procedimiento Administrativo. Art. 84 
. Auditorías, Modificación, Suspensión, 
Revocatoria. Art. 92

.  Permisos de obras públicas y comunitarias. 
Art.7 
. Requisitos para lotificaciones y construc-
ción de viviendas. Art. 8 
. Conservación de la red hidrográfica. Art. 9 
. Políticas sectoriales. Art. 10
. Prestadores del servicio. Art. 70 

cución; posteriormente desarrolla el Sistema 
de Información Hídrica como una herramienta 
de sistematización y difusión de los usos y dis-
ponibilidad de los recursos hídricos para la pla-
nificación estratégica; y respecto al subsector, 
establece que el agua para consumo humano 
doméstico tiene prioridad frente a los otros usos 
del agua y no puede ser supeditado ni condicio-
nado por ningún otro uso, señalando expresa-
mente qué se debe entender por agua para con-
sumo doméstico y garantizando la exención de 
pagos para las explotaciones exclusivas para el 
referido uso. La LGA en ningún momento habla 
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de la regulación de los subsectores, ya que dele-
ga en los reguladores de los diferentes sectores 
dicha responsabilidad. 

Por su parte, la LIA además de establecer el 
marco de su visión estratégica del recurso hí-
drico y la regulación general de los diferentes 
usos del agua propone que la AH tenga la facul-
tad de emitir la normativa regulatoria y técnica 
del servicio de agua potable y saneamiento, vi-
gilar su cumplimiento y resolver conflictos en-
tre los diferentes usuarios del agua. La LIA esta-
blece, además, el registro obligatorio de todos 
los pozos de agua existentes, tanto artesanales 
como no artesanales, y estableciendo para los 
pozos industriales o profundos la obligación de 
solicitar el respectivo permiso de explotación a 

la Autoridad Hídrica. 

En cuanto a la LSAS, al ser la ley que desa-
rrolla las regulación del subsector, además de 
dar todas las facultades normativas técnicas y 
reglamentarias  a la ANAPSA, establece la obli-
gatoriedad de solicitar permiso para las nue-
vas explotaciones y todas las modificaciones a 
obras nuevas o a existentes. La Ley procura la 
colaboración entre proveedores y autoridades 
locales para la preservación de la red hidro-
gráfica, tanto mediante el desarrollo de obras, 
como mediante la planificación coordinada de 
los proyectos urbanísticos; aparte de lo ante-
rior, la Ley establece quienes podrán proveer 
los servicios de acueducto, alcantarillado y tra-
tamiento de aguas servidas.

En cuanto a la regulación de la calidad de los 
servicios, la LGA declara de utilidad pública y de 
interés social las actividades, obras y proyectos 

REGULACIÓN DE LA CALIDAD DEL AGUA
 LGA LIA LSAS
. Declaratoria de utilidad pública y de inte-
rés social. Art. 6 
. Competencias del MARN. Art. 18 
. Lineamientos generales para las actuacio-
nes de los reguladores en los subsectores. 
Art. 21 
. Funciones de los Organismos Zonales de 
Cuenca. Art. 30
. Lineamientos de la Política Nacional de los 
Recursos Hídricos. Art. 35 
. Plan Nacional Hídrico. Art. 39 
. Establecimiento de la norma de calidad de 
vertidos. Art. 123 
. Monitoreo. Art. 127

. Declaratoria de utilidad pública y de inte-
rés social. Art. 6
. Facultades, funciones y atribuciones de la 
Autoridad Hídrica las siguientes. Art. 12 
. Facultades, funciones y atribuciones de la 
Junta Directiva. Art. 18
. Dirección de Agua Potable y Saneamiento. 
Art. 25
. Lineamientos de la Política Nacional de los 
Recursos Hídricos. Art. 45

. Atribuciones del Comité Técnico Consulti-
vo. Art. 30
. Condiciones de prestación. Art. 41 
. Calidad del agua potable. Art. 51 
. Calidad y control de aguas alternativas. 
Art. 52 
. Reglamento especial sobre calidad del 
agua potable y aguas alternativas. Art. 53
. Prohibición de descargas y usos no autori-
zados de aguas residuales. Art. 55 
. Tratamiento de aguas residuales. Art. 56 
. Soluciones especiales de saneamiento. 
Art. 57 
. Condiciones de construcción y conexión 
de alcantarillado. Art. 59
. Arquetas, medidores de caudal y pretrata-
miento. Art. 60
. Red interior de saneamiento. Art. 61
. Obligación de autorización específica de 
vertido. Art. 62
. Requerimiento obligatorio de pretrata-
miento. Art. 63
. Plan de descontaminación gradual. Art. 66
. Sanciones e indemnizaciones. Art. 68 
. Reglamento sobre las condiciones técnicas 
de saneamiento. Art. 69 
. Creación del Fondo Nacional de Agua 
Potable y Saneamiento, FONAPSA. Art. 217

3.2.5. Regulación de la calidad del agua. 

que realice el Estado en el uso, aprovechamien-
to, protección y conservación de los recursos hí-
dricos, especialmente entre otra las actividades 

orientadas al control y mejoramiento de la cali-
dad de los cuerpos de agua, así como también 
de las aguas residuales, su recirculación y reúso 
racional bajo criterios de desarrollo sustentable. 
En este sentido, la Ley da como competencia del 
MARN el formular normas técnicas necesarias 
para regular su calidad e incorporar en la Políti-
ca Nacional y en el Plan Nacional Hídrico, linea-
mientos que aseguren la calidad de las aguas. La 
LGA da lineamientos a los Reguladores de cada 
subsector sobre la cantidad, calidad, uso y apro-
vechamiento de los recursos; y delega en el SIHI, 
los reguladores y los Organismos Zonales de 
Cuenca la vigilancia del cumplimiento de esta 
regulación. La LIA regula de la misma manera 
que la LGA la calidad de las aguas, con la única 
diferencia de que es la AH quien aprueba las 
normas respectivas, y ella junto con la Dirección 
de Agua Potable son las encargadas de vigilar el 
cumplimiento de las mismas.

3.2.6. Regulación de tarifas.

 Según la Ley General de Aguas (LGA)
. Cobro de los cánones. Art. 103 
. Establecimiento de los cánones. Art. 104 
. Pago de los cánones. Art. 105.
. Objeto del canon por uso y aprovecha-
miento de recursos hídricos. Art. 106 
. Base imponible del canon por uso y 
aprovechamiento de los recursos hídricos. 
Art. 107 
. Canon por vertido Art. 108 
. Objeto del canon por vertido. Art. 109 
. Base imponible del canon por vertido. Art. 
110 
. Carga contaminante presuntiva. Art. 111 
. Publicación de los cánones. Art. 112

LIA
. Establecimiento de las tasas por uso y apro-
vechamiento. Art. 102 
. Actualización de Tasas y Tarifas. Art. 103 
. Hecho imponible de la tasa. Art. 104 
. Base imponible y métodos de determina-
ción. Art. 105 
. Base imponible por generación hidroeléc-
trica y geotérmica. Art. 106 
. Objeto de la tasa de vertido. Art. 107 

. Hecho Imponible de la tasa de vertido. Art. 
108. 
. Base imponible para la tasa de vertido. Art. 
109.
. Carga contaminante presuntiva. Art. 110 
. Implementación gradual de la tasa de 
vertido. Art. 111 
. Publicación de las tasas. Art. 112 

LSAS
. Atribuciones del CODINA. Art. 21
. Principios tarifarios. Art. 154 
. Atribuciones tarifarias del regulador. Art. 
155 
. Diferenciar los consumos domésticos y los 
no domésticos. Art. 156 
. Diseño de las tarifas de abastecimiento. 
Art.157 
. Estructura tarifaria. Art. 158 
. Medidas de eficiencia y ahorro en el diseño 
de las tarifas de abastecimiento. Art. 159 
. Tarifa para consumo no domésticos. Art. 
160 
. Nuevos modelos de contratación- Art.161 
. Bonificaciones directas por el ahorro. Art. 
162.- 
. Usos superfluos. Art.163 

. Pago por concepto de saneamiento. Art. 
164 
. Cargo de saneamiento a usuarios domésti-
cos. Art. 165 
. Cargo de saneamiento para usuarios no 
domésticos. Art. 166 
. Coeficientes de bonificación y recargos 
tarifarios en saneamiento. Art. 167 
. Cargo de control y vigilancia en las activi-
dades industriales. Art. 168 
. Gestión del cargo de saneamiento y del 
Fondo Nacional de Agua Potable y Sanea-
miento. Art. 169 
. Procedimiento para aprobar las tarifas. 
Art. 170
. Vigencia y modificación de las tarifas. Art. 
171 
. Medición del consumo. Art. 172 
. Detalle de la facturación. Art. 173.

LANDA
. Facultades y atribuciones de la Administra-
ción Nacional de Acueductos y Alcantarilla-
dos. Art. 3

REGULACION DE TARIFAS

Respecto a la calidad de las aguas, la LSAS y la 
ANAPSA a propuesta del Comité Técnico Consul-
tivo, es la competente para aprobar estrategias, 
planes, proyectos y programas que considere per-
tinentes de acuerdo a los requerimientos del ma-
nejo integral de los servicios de agua potable y el 
saneamiento, debiendo los proveedores de servi-
cios garantizar la calidad y continuidad de acuer-
do a lo dispuesto en la Ley y las disposiciones de 
la ANAPSA. Estas disposiciones incluyen un regla-
mento especial sobre calidad del agua potable y 
aguas alternativas. La ley regula ampliamente el 
tratamiento de las aguas, establece un plan de des-
contaminación gradual de cuerpos de agua, pro-
híbe la descarga de aguas residuales sin la corres-
pondiente autorización, y establece un régimen 
sancionatorio en caso de incumplimiento, y crea el 
Fondo Nacional de Agua Potable y Saneamiento, 
el cual tiene entre sus fines mejorar la calidad de 
los servicios de agua potable y saneamiento.
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Respecto a las tarifas de los servicios de agua 
potable y saneamiento, tanto la LGA y la LIA no 
contienen disposiciones al respecto. Por su par-
te, ambas regulan una tasa por explotación del 
recurso hídrico en función del uso o aprovecha-
miento. En el caso de la LGA, dicho tributo se 
denominada canon por uso y aprovechamiento, 
el cual según la propuesta es determinada cada 
tres años por el MARN, sin embargo, esta pro-
puesta no establece expresamente los criterios 
para la determinación del quantum del referido 
tributo. 

Por su parte, la LIA hace una regulación más 
detallada del régimen tarifario de dicha tasa, co-
menzando con el pago obligatorio por los servi-
cios utilizados, incluyendo la explotación del re-
curso. Se establece una revisión cada 5 años de 
las tarifas vigentes, sin embargo, pese a que esta-
blece una fórmula para calcular las tasa, tampo-
co establece expresamente el quantum de dicha 
tasa, ya que deja un rango para el precio base, 
pero sin definirlo los criterios específicos para su 
aplicación y deja a voluntad de la Junta Directiva 
la determinación de la base imponible. Por este 
defecto, ambas propuestas pueden ser señala-
das por inconstitucionalidad según lo establece 
el artículo 131, ordinal 6° de la Constitución, ya 
que únicamente la Asamblea Legislativa posee 
las facultades para establecer tasas por servicios.

Por otra parte, la LSAS establece un régi-
men para establecer el precio de los servicios 
de agua potable y saneamiento, las cuales son 
determinadas por el CODINA. La Ley reconoce 
una serie de principios rectores que orientan los 
criterios para la determinación de las tarifas, las 
cuales serán revisadas cada dos años, garanti-
zando el consumo familiar básico, diferencian-
do las tarifas según los usos del agua potable, 
con una lógica creciente y progresiva, y pre-
miando con tarifas preferenciales el consumo 
bajo y penalizando el consumo en usos super-
fluos. De la misma forma establece los criterios 
para la determinación del cobro por sanea-
miento en razón de la cantidad y calidad de las 
aguas vertidas, todo ello en razón del consumo 
calculado mediante micro medición.  Finalmen-
te, la ley establece una serie de criterios para la 
facturación de los servicios al consumidor final.

La LANDA, por su parte, únicamente regula 
los criterios para la aprobación de sus propias 
tarifas, un criterio de empresa autofinanciable, 
un criterio de servicio público social, y que sus 
ingresos deberán ser suficientes para cubrir y 
proveer con un margen de seguridad sus gas-
tos operación, mantenimiento, mejoras, y ex-
pansión de sus instalaciones y propiedades; así 
como el pago de sus obligaciones financieras.

IV. Conclusiones y recomendaciones.

Una vez analizada la situación del subsector 
de agua potable y saneamiento y los principales 
contenidos de las propuestas legislativas rela-
cionadas al mismo, a continuación se presentan 
las conclusiones y recomendaciones en función 
de los hallazgos encontrados durante el estudio.

4.1. Conclusiones.

4.1.1. Conclusiones específicas en la presta-
ción del servicio.

El subsector de agua potable y saneamiento 
históricamente ha sido un punto esencial para el 
desarrollo de los grupos poblacionales y como 
tal el Estado se ha visto en la necesidad de ir de-
sarrollando las capacidades, técnicas, de infraes-
tructura e institucionales necesarias para garan-
tizar un mejor abastecimiento y calidad de los 
servicios a las poblaciones cada vez más crecien-
tes. Esta evolución de la institucionalidad estatal 
se ha visto estancada en un modelo que tiene 
cerca de 60 años de existencia y que durante ese 
tiempo ha tenido muy pocos avances en la for-

ma de atender la necesidad de abastecimiento 
de agua y gestión de las aguas servidas, y mu-
cho menos la gestión del agua para otros usos.

En reacción a esta falta de avance institucio-
nal y a diversos problemas en relación al abas-
tecimiento, calidad y costos en los servicios, ha 
sido la sociedad civil desde los sectores de con-
sumidores, usuarios del agua y ambientalistas, 
quienes han dado el mayor impulso a propues-
tas de reformas en materia de gestión del recur-
so hídrico y especialmente el agua para consu-
mo humano, exigiendo mayor participación en 
la tomada de decisiones en políticas públicas 
relacionadas a dicho recurso.

En el contexto actual, es necesario tomar 
medidas inmediatas y de mediano y largo pla-
zo para garantizar una adecuada atención a las 
necesidades de la población y una gestión sus-
tentable del recurso para garantizar un abaste-
cimiento en calidad y cantidad suficiente y ac-
cesible para los diferentes usuarios del agua en 
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el futuro, especialmente, el agua para consumo 
humano.

u Es de destacar que la falta de regulación en el 
subsector y más concretamente con el ma-
yor proveedor del servicio no se ha tenido en 
cuenta un adecuado mecanismo de atención 
de reclamos por parte de los consumidores o 
de las obligaciones que estos tienen respecto 
al proveedor, por lo que en el ámbito de los 
derechos y deberes este aspecto se encuentra 
muy frágil. 

u El estudio permite concluir la necesidad de 
una revisión del pliego tarifario, sobre todo, 
en el sector comercial.  

u Se necesita revisar el subsidio dado que este 
está sobre la base del consumo, lo que provo-
ca que familias que no lo necesitan, lo tengan. 
Y se vuelve fundamental establecer mejores 
criterios de aplicación de este.   

u Existe una creciente queja de parte de los con-
sumidores en el tema de la facturación, el cual 
parece estar relacionado con la lectura de la 
micro medición y abastecimiento del servicio. 
Las quejas son porque la facturación no co-
rresponde con la lectura del medidor o se co-
bra por un servicio no prestado.  Pero también 
se debe reconocer que algunos consumidores 
no son conscientes de las fugas internas.

4.1.2. Conclusiones especificas obtenidas del 
estudio comparativo.

Vistas las conclusiones generales a partir de las 
necesidades del sector, a continuación se señalan 
las principales conclusiones del estudio compa-
rativo de las propuestas de marcos normativos:

u Del análisis respecto a la naturaleza y objeti-
vos de los marco normativo se concluye que 
existen dos corrientes: una que busca una es-
tructura compleja de regulación con distintas 
instituciones y distintos marcos normativos 
para cada aspecto de la gobernanza de los re-

cursos hídricos, la cual es seguida por la LGA 
y la LSAS y, por otro lado, una corriente que 
busca crear una sola norma que pretende re-
gular todos los aspectos de la gobernanza y 
gestión del recurso hídrico y al mismo tiempo 
regular la prestación del servicio de agua po-
table, plasmada en la LIA.

u Respecto a la institucionalidad siguiendo con 
la lógica plasmada en su naturaleza, la LGA y 
la LSAS crean robustas instituciones con mu-
cha representación pública en el nivel estraté-
gico y poco espacio para la participación ciu-
dadana en la toma de decisiones.

Mientras que en el aspecto operativo la pri-
mera delega la ejecución de las acciones en dos 
instituciones ya existentes, con sendas respon-
sabilidades en sus carteras respectivas, con lo 
cual se corre el riesgo de rebasar las capacidades 
instaladas de dichas instituciones; siendo para 
el caso del MARN que deberá desempeñar las 
funciones de autoridad rectora, reguladora, vi-
gilante e instancia sancionadora y en el caso de 
ANDA jugando un doble papel como regulador 
del subsector y proveedor de servicios.

En el caso de la LSAS se propone la creación 
de otra institución autónoma con mayor repre-
sentatividad de la ciudadanía, pero con el costo 
financiero que implica la creación de nuevas ins-
tituciones.

En su respectiva visión, la LIA propone una ins-
titución autónoma que integra varios niveles de 
toma de decisiones según sus competencias, lo 
cual facilita la planificación y ejecución de las ac-
tividades; sin embargo, la propuesta adolesce de 
una debilidad en la conformación de la junta di-
rectiva de la Autoridad propuesta, ya que cuatro 
de los cinco directores no son nombrados por el 
Órgano Ejecutivo sino por la ANEP -una gremial de 
la empresa privada- y COMURES, lo cual va en con-
tra de lo dispuesto en nuestra Constitución, ya que 
no sería el Órgano Ejecutivo quien defina y ejecute 
las políticas del sector, sí representantes nombra-
dos por dos sectores de la empresa privada.

u En cuanto a las competencias asignadas en las 
propuestas, la LGA y la LIA se enfocan princi-
palmente en la rectoría del recurso hídrico y 
poco o nada a la regulación de los servicios de 
agua potable y saneamiento.

La LSAS, por su parte, hace un mayor desa-
rrollo de las facultades regulatorias y acciones 
de protección del recurso de la ANAPSA, lo cual 
implica una gestión más integral y menos vacíos 
de competencias.

u Respecto a la regulación planteada en las 
propuestas tanto la LGA y la LIA se regulan 
principalmente las autorizaciones para el 
aprovechamiento del recurso y muy poco la 
prestación de los servicios de agua potable 
y saneamiento y medidas para la protección, 
conservación y generación de zonas de recar-
ga hídrica y cosecha de agua.

La LSAS, por su naturaleza hace un mayor de-
sarrollo de la regulación de los sistemas de acue-
ducto, alcantarillado y tratamiento de aguas, 
eficiencia del recurso hídrico, así como aspectos 
comerciales y tarifas de los servicios de agua po-
table y saneamiento y crea un fondo para accio-
nes de sustentabilidad y ampliación de cober-
tura; sin embargo, se amplía excesivamente en 
detalles de los usos y sistemas los cuales pueden 
ser regulados mediante el reglamento de la ley 
o reglamentos técnicos que pueden evolucionar 
al ritmo de la ciencia y la técnica.

u En cuanto a la calidad de las aguas, la LGA y 
la LIA se enfocan en los grandes cuerpos de 
agua y no desarrollan regulación específica 
en cuando a la calidad en los servicios de agua 
potable y saneamiento. En el caso de la LSAS 
si se desarrolla el aspecto de la calidad de los 
servicios como parte de los derechos y debe-
res de usuarios y proveedores de los servicios.

u Respecto a las tarifas, la LGA y la LIA regulan 
la tasa por explotación y aprovechamiento 
de los recursos no así los servicios de agua, lo 
cual únicamente es abordado por la LSAS.

4.2. Recomendaciones.
En función de los hallazgos del estudio se ha-

cen las siguientes recomendaciones:

4.2.1. Recomendaciones sobre la prestación 
del servicio.

Como se señaló en las conclusiones, en el 
contexto actual es necesario tomar medidas in-
mediatas, de mediano y largo plazo para garan-
tizar una adecuada atención a las necesidades 
de la población y una gestión sustentable del 
recurso para garantizar un abastecimiento en 
calidad y cantidad suficiente y accesible para los 
diferentes usuarios del agua en el futuro, espe-
cialmente, el agua para consumo humano.

En este sentido, a efecto de mejorar la presta-
ción del servicio de agua potable y saneamiento 
se hacen las siguientes recomendaciones a corto 
plazo:

u Que la ANDA emita un Reglamento de Aten-
ción al Usuario estableciendo los derechos y 
deberes de los usuarios y establezca un pro-
cedimiento de atención de reclamos y pe-
ticiones, a efecto de brindar una solución 
efectiva a los cobros excesivos por el servicio 
de agua potable y problemas con la calidad 
y regularidad del servicio. Este Reglamento 
debe tener en cuenta la micro facturación, se 
notifique por escrito al usuario el día y la hora 
de instalación de su medidor y se entregue un 
manual de uso. Además, que se incorpore en 
las facturas por el servicio de agua potable, 
instrucciones para el usuario de cómo leer su 
medidor y verificar la existencia de fugas en 
las instalaciones para evitar cobros excesivos 
por esta causa.
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u Que se ordene a la ANDA revisar cada dos 
años las tarifas de agua potable, haciendo los 
justes que sean necesarios, a efecto de distri-
buir la carga de costos equitativamente entre 
la mayoría de los usuarios, sin asignar cuotas 
desproporcionadas a los consumidores de 
consumo bajo y medio y estableciendo la po-
sibilidad de aplicar a un subsidio especial para 
las familias numerosas que por razones eco-
nómicas habitan un solo inmueble o tienen 
un pequeño negocio de subsistencia.

A mediano plazo, se recomienda:

u Que el MARN formule e inicie la implementa-
ción de un plan de medidas para la protección 
y recuperación de zonas de recarga hídrica, 
especialmente en aquellas regiones en las 
que se están desarrollando proyectos indus-
triales y urbanísticos.

u Que se cree una unidad especializada ya sea 
dentro del MARN o la ANDA para la verifica-
ción de los sistemas de acueducto, alcantari-
llados y plantas de potabilización y tratamien-
to de aguas servidas de los sistemas privados 
y brinde apoyo técnico para mejorar la efi-
ciencia de los mismos.

u Se haga una revisión del sistema de subsidios 
a los servicios básicos, a efecto de establecer 
una metodología que determine mediante un 
estudio socioeconómico y geo referenciado 
qué familias son las que por su condición de 
económica deben recibir o no un subsidio del 
Estado.

4.2.2. Recomendaciones específicas a partir 
del Estudio Comparativo.

Después de hacer recomendaciones genera-
les a mediano y corto plazo, a continuación se 
hacen recomendaciones específicas para largo 
plazo en la legislación en materia de recursos hí-

dricos y del subsector de agua potable y sanea-
miento:

u En cuanto a la naturaleza y objetivos de la 
normativa, se recomienda crear dos cuerpos 
normativos. En primer lugar, una Ley Marco 
que desarrolle por un lado toda la institucio-
nalidad necesaria para la gobernanza del re-
curso hídrico y la regulación de sus diferentes 
usos y que, por otro lado, regule únicamente 
las condiciones para el aprovechamiento por 
sectores del recurso, incluyendo una tasa por 
aprovechamiento y la protección de las aguas 
nacionales.

En segundo lugar, se necesita crear tres cuer-
pos normativos con una naturaleza técnica, 
en los cuales no se desarrolle más institucio-
nalidad sino enfocados exclusivamente en la 
regulación de los respectivos subsectores: 

1. Ley de Agua Potable y Saneamiento
2. Ley de Agua para Usos Agropecuarios, pes-
ca y acuicultura
3. Ley de Agua para Usos Industriales

La importancia de crear dichas leyes radica en 
la necesidad de establecer una regulación del 
sector con un régimen sancionatorio admi-
nistrativo efectivo, considerando que dichos 
regímenes, por principios constitucionales, 
tienen carácter de reserva de ley. 

u Respecto a la institucionalidad se recomienda 
crear en la Ley Marco un organismo nuevo, 
ya sea con carácter autónomo o dependien-
te de la Presidencia de la República, con toda 
la institucionalidad necesaria para ejercer sus 
facultades con distintos niveles de participa-
ción y toma de decisiones y cuyas funciones 
sean exclusivamente la rectoría de las aguas 
nacionales y la regulación de los diferentes 
subsectores.

En cualquiera de sus formas, se recomienda 
que como máxima autoridad del organismo 
se establezca un ente colegiado conformado 
por representantes de las distintas carteras 
del Estado relacionadas con la gestión de las 
aguas en materia de medio ambiente, econo-
mía, agricultura, obras públicas y hacienda y 
dos representantes de la sociedad civil uno 
por parte del sector de consumidores y am-
bientalistas y otro por parte del sector de la 
industria y agricultura. Estos últimos, nombra-
dos por el Presidente de la República y cum-
pliendo un perfil técnico y de representativi-
dad previamente determinado en la Ley. Se 
recomienda que este ente sea dirigido por un 
presidente quien estará a cargo de la toda la 
institucionalidad y será nombrado por el Pre-
sidente de la República.

Bajo la autoridad máxima de dirección se re-
comienda establecer un espacio con carácter 
consultivo y propositivo, conformado por re-
presentantes de todos los sectores interesa-
dos en la gestión del recurso hídrico y quie-
nes serán nombrados por el Presidente de la 
República y deberán cumplir con los mismos 
requisitos que los integrantes de la sociedad 
civil en la máxima autoridad del organismo.

El presidente será el encargado de proponer a 
la máxima autoridad, la organización de la es-
tructura administrativa y operativa de la ins-
titución y someter a su aprobación todas las 
decisiones que sean de su competencia.

u En cuanto a las competencias, se recomienda 
que todas las funciones sean asignadas a las 
respectivas unidades dentro de la autoridad y 

como parte de la institución se creen distintas 
direcciones para la regulación de los distintos 
subsectores a efecto de que la autoridad ten-
ga una visión integral de los planes y normas 
de cada subsector y que los mismos sean for-
mulados de manera sistemática e integrados 
entre sí. Estas direcciones deberán generar 
los espacios técnicos de dialogo interinstitu-
cional, incluyendo representantes de los res-
pectivos sectores, a nivel nacional o territorial, 
que sean necesarios, a efecto de construir las 
propuestas a someter a la aprobación de la 
autoridad.

u Sobre la regulación del agua, se recomienda 
que se desarrollen los aspectos generales 
del aprovechamiento del recurso en la Ley 
Marco, incluyendo los aspectos específicos 
y régimen sancionatorio de los usos deben 
desarrollarse en las respectivas leyes de los 
subsectores; y los aspectos técnicos tales 
como conceptos, definiciones y estándares 
de calidad deben abordarse, en la correspon-
diente reglamentación técnica 

u En cuanto a las tasas y tarifas, se recomienda 
establecer en la Ley Marco y las leyes de los 
subsectores, mecanismos similares al pro-
puesto para la determinación de las tarifas 
a cobrar de ANDA, es decir, que considere 
la situación socio económica de los solici-
tantes y una distribución equitativa de los 
costos de producción y conservación de 
los recursos; y para el caso de las tasas por 
aprovechamiento, la Ley Marco debe cum-
plir con todos los requisitos constituciona-
les necesarios para la terminación de dicho 
tributo.
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 Según la Ley General de Aguas (LGA)

Art. 1. La Ley es de orden público y tiene como objeto regular la 
gestión integral de las aguas continentales, insulares, estuarinas y 
marinas dentro del territorio nacional, cualquiera que sea su ubica-
ción, estado físico, calidad o condición natural, para garantizar su 
sustentabilidad y el derecho al agua para la vida de todas las perso-
nas habitantes del País.

LGA

Art. 1. La Ley tiene como objeto regular la gestión integral de las 
aguas continentales, insulares, estuarinas y marinas dentro del 
territorio nacional, cualquiera que sea su ubicación, estado físico, 
calidad o condición natural, para garantizar su sustentabilidad, el 
acceso a los recursos hídricos y el derecho al agua para la vida de 
todas las personas habitantes del país. 

LSAS

Art. 1. La presente Ley tiene por objeto regular la prestación de los 
servicios públicos de agua potable y de saneamiento y establecer 
un régimen de fiscalización de tales servicios, a fin de garantizar el 
derecho humano al agua, la preservación de los recursos hídricos y 
la protección del ambiente.

LANDA

Art. 1. Se crea por esta Ley la Administración Nacional de Acueduc-
tos y Alcantarillados que en adelante la A.N.D.A., con carácter de 
Institución Autónoma de Servicio Público, con personalidad jurídi-
ca, y con domicilio en la capital de la República.
Art. 2. A.N.D.A. tendrá por objeto proveer y ayudar a proveer a los 

habitantes de la República de “Acueductos” y “Alcantarillados”, me-
diante la planificación, financiación, ejecución, operación, mante-
nimiento, administración, y explotación de las obras necesarias o 
convenientes.

Análisis

Respecto a la naturaleza, tanto la ley General de Aguas como la Ley 
Integral del Agua tienen por objeto o razón de ser, la regulación de 
la gestión de todas las aguas dentro del territorio nacional. Por su 
parte, la Ley del Subsector y la Ley de ANDA no contemplan la regu-
lación de todas las aguas, sino únicamente la regulación de una par-
te de las aguas, específicamente la del subsector de usos de agua 
potable y el saneamiento.
Respecto a la regulación del subsector y a la prestación de los ser-
vicios de agua potable y saneamiento, cada una de las leyes de-
sarrolla un alcance diferente de regulación, según sus objetivos, 
en el caso de la ley de anda únicamente se limita a la creación de 
la empresa proveedora de servicios a nivel nacional le establece 
como una de sus obligaciones el proveer y ayudar a proveer a 
los habitantes de la república de los servicios de acueducto y al-
cantarillado, por su parte la LSAS va más allá al regular no solo la 
prestación del servicio como tal incluyendo el funcionamiento de 
los proveedores existentes y nuevos, sino también medidas para 
la sustentabilidad del recurso hídrico.La LANDA por su parte 
únicamente regula los criterios para la aprobación de sus 
propias tarifas, un criterio de empresa autofinanciable, un 
criterio de servicio público social; y que sus ingresos debe-
rán ser suficientes para cubrir y proveer con un margen de 
seguridad sus gastos operación, mantenimiento, mejoras, 
y expansión de sus instalaciones y propiedades; así como el 
pago de sus obligaciones financieras.

MARCO GENERAL DE LA LEY

Anexos

 Según la Ley General de Aguas (LGA)

Niveles de gestión del sector hídrico
Art. 10. La gestión del sector hídrico estará organizada en dos nive-
les, así:
Nivel Estratégico, con funciones de aprobación de las políticas y de 
planificación indicativa en el sector hídrico…;
Nivel Regulador, constituido por entidades públicas reguladoras que 
administran recursos hídricos de acuerdo a su normativa especial…

Consejo Nacional del Agua
Art. 11. Establécese el Consejo Nacional del Agua, que en adelante 
se denominará CNA, como instancia de carácter público, adscrita ad-
ministrativa y financieramente a la Presidencia de la República, con 
facultades políticas y de planificación indicativa en materia hídrica.

Integración del Consejo Nacional del Agua
Art. 12. El CNA estará integrado por las personas titulares de las si-
guientes instituciones:
CNA
Art. 13. Son atribuciones del CNA, las siguientes:
a. Aprobar la Política Nacional de los Recursos Hídricos;
b. Aprobar el Plan Nacional Hídrico;
c. Resolver en última instancia los conflictos de interés nacional so-
bre prioridades y usos de los recursos hídricos;
d. Declarar emergencias nacionales o zonales relacionadas con situa-
ciones críticas originadas por exceso o déficit del recurso hídrico; y,
e. Formular y aprobar su normativa interna de organización y fun-
cionamiento.

Comité Consultivo del CNA
Art. 14. Establécese el Comité Consultivo del CNA como instancia 
consultiva…; integrado por: representantes de entidades públicas 
asignatarias, municipalidades usuarias, Gremiales empresariales, 
Sector académico, organizaciones no gubernamentales y asocia-
ciones comunales, cuyas actividades se relacionen con la gestión 
integral de los recursos hídricos.

Autoridad competente
Art. 16. El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
denominado indistintamente en esta Ley como “el Ministerio” o 
“MARN”, es la autoridad competente para conocer y resolver sobre 
lo regulado por la presente Ley y sus reglamentos.

Finalidad del MARN
Art. 17. De conformidad a las disposiciones de la presente Ley, la 
finalidad del MARN es la de normar, fiscalizar y controlar la gestión 
integral de los recursos hídricos.

Competencias del MARN
Art. 18. Son competencias del MARN, las siguientes:
a. Aplicar la presente Ley, sus reglamentos y demás instrumentos 
normativos;
b. Formular la Política Nacional de los Recursos Hídricos y someterla 
a aprobación ante en CNA;
c. Formular e implementar el Plan Nacional Hídrico;
d. Promover la educación y una cultura de aprovechamiento sus-
tentable del agua;
e. Elaborar la propuesta de cánones sobre uso y aprovechamiento 
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del agua y demás bienes del dominio público hídrico, así como los 
aplicables a los vertidos realizados en medios receptores nacionales. 
Dichas propuestas estarán sujetas a la aprobación previa del Ministe-
rio de Economía;
f. Formular los inventarios y balances nacionales de los recursos hí-
dricos en cantidad y calidad, para lo cual emitirá los lineamientos y 
procedimientos técnicos necesarios para su elaboración;
g. Definir, diseñar y aprobar las actividades de promoción relaciona-
das con la protección y buen uso del agua;
h. Formular y aprobar las normas técnicas necesarias para el uso y 
aprovechamiento eficiente y sostenible del agua y para regular su 
calidad, incluyendo las que tengan por finalidad la determinación 
de las crecidas máximas ordinarias en los bienes que forman parte 
del dominio público hídrico, considerando un período de retorno 
de veinticinco años.
i. Resolver los conflictos por usos de agua;
j. Formular, aprobar, implementar y monitorear los Planes Hídricos 
Zonales;
k. Realizar censos, encuestas y demás actividades periódicas que 
se requieran para mantener actualizado el inventario de usos y per-
sonas usuarias del agua, asegurando el desarrollo de estadísticas 
e indicadores con enfoque de género; l. Desarrollar e incentivar la 
investigación científica, adaptación y transferencia tecnológica y 
mejoras en materia de agua y gestión integrada, así como gestionar 
y coordinar programas de cooperación técnica, formación y capaci-
tación del personal que labore en la temática hídrica y prestación de 
servicios relacionados con la materia; en este ámbito, se hará espe-
cial énfasis en la incorporación de las mujeres a las oportunidades 
de formación, capacitación y laborales que se generen en el sector;
m. Regular el uso eficiente de los recursos hídricos en el territorio 
nacional, incluyendo las modificaciones artificiales de la fase atmos-

LIA

Creación de la Autoridad Hídrica 
Art. 10. Se crea por esta ley la Autoridad Hídrica, que se podrá llamar 
la Autoridad, como una institución de derecho público, con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio, de duración indefinida, con 
autonomía administrativa, técnica, financiera y presupuestaria para 
el ejercicio de las atribuciones y deberes que estipula la presente 
Ley y otras leyes vigentes, teniendo competencia en todo el territo-
rio de la República. La Autoridad Hídrica estará adscrita al Órgano 
Ejecutivo a través del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, que en adelante podrá llamarse el MARN. 

De las Facultades de la Autoridad Hídrica 
Art. 12. Son facultades, funciones y atribuciones de la Autoridad Hí-
drica las siguientes: 
a. Cumplir y hacer cumplir, en el ámbito de sus competencias, la 
presente ley y su reglamento, normas técnicas y demás disposicio-
nes aplicables a las personas naturales o jurídicas, públicas o priva-
das, sean o no titulares de permisos. 
b. Formular la Política Nacional de los Recursos Hídricos, someterla 
a la aprobación del Consejo de Ministros a través del Ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, así como planificar, coordi-
nar y aplicar dicha Política a nivel nacional y regional; 
c. Elaborar y aprobar el Plan Nacional Hídrico, incluyendo los planes 
zonales de cuenca; 
d. Formular y aprobar la planificación nacional de la infraestructura 
pública hidráulica. 
e. Decretar las declaratorias de emergencias nacionales o zonales 
relacionadas con situaciones críticas provenientes por exceso o dé-
ficit del recurso hídrico; y enviar para su aprobación a las autorida-
des correspondientes; 
f. Autorizar, regular, controlar, modificar, suspender y revocar los 
permisos otorgados para la exploración, uso y aprovechamiento de 
los recursos hídricos, los vertidos y demás bienes que forman parte 
del dominio público hídrico, así como de otras actividades vincula-

férica del ciclo hidrológico y los trasvases que se requieran para con-
tribuir al equilibrio y administración equitativa del uso y aprovecha-
miento de los recursos hídricos;
n. Emitir los lineamientos y directrices sobre la gestión integral de 
los recursos hídricos que deberán cumplir las entidades públicas 
reguladoras; 
o. Aprobar, regular y controlar las asignaciones y permisos para el 
uso o aprovechamiento de las aguas, vertidos, así como perforacio-
nes para exploración de aguas subterráneas y otras actividades vin-
culadas con la gestión integral de los recursos hídricos, de conformi-
dad a lo establecido en la presente Ley y sus reglamentos;
p. Administrar el Registro de los Recursos Hídricos establecido en la 
presente Ley y sus Reglamentos;
q. Revisar y actualizar el marco normativo legal en materia hídrica y 
remitir sus propuestas a las instancias correspondientes;
r. Preparar el informe de labores anual del sector hídrico para que 
sea presentado ante las instancias correspondientes;
s. Coordinar con las instituciones del sector público, usuarias de los 
recursos hídricos, acciones orientadas a la gestión integrada de esos 
recursos;
t. Representar al país ante organismos internacionales e intervenir 
en Tratados y Convenios Internacionales en materia de recursos hí-
dricos, en coordinación con las entidades gubernamentales compe-
tentes;
u. Fiscalizar obras que se construyan en los bienes que son parte del 
dominio público hídrico, excepto obras autorizadas por entidades 
reguladoras subsectoriales, previo dictamen favorable del MARN;
v. Administrar el Sistema de Información Hídrica establecido por la 
presente Ley; y,
w. Las demás que se le señalen en la presente Ley.

das con la gestión integral de los recursos hídricos; de conformidad 
a lo establecido en la presente ley y su reglamento; 
g. Sancionar a las personas naturales o jurídicas, públicas o priva-
das, por las infracciones cometidas a la presente ley, su reglamento, 
normas, órdenes, instrucciones o demás disposiciones que resulten 
aplicables, que hagan uso de los recursos hídricos o bienes del do-
minio público hídrico de conformidad con esta Ley. 
h. Fijar el monto anual de las tasas por uso y aprovechamiento de 
los recursos hídricos, por vertidos, y por los usos y aprovechamiento 
de los demás bienes que forman parte del dominio público hídrico, 
de conformidad a la presente Ley; 
i. Formular los programas y actividades de promoción relacionados 
con el uso y aprovechamiento sustentable de los recursos hídricos, 
ecosistemas y cuencas hidrográficas, para contribuir a su recupera-
ción, conservación y mejoramiento; 
j. Administrar el Registro Público de Recursos Hídricos establecidos 
en la presente Ley; 
k. Disponer del Sistema Nacional de Información Hídrico estableci-
do en la presente Ley; 
l. Elaborar la normativa de organización y funcionamiento, los pla-
nes operativos anuales y el informe de la gestión anual de la Auto-
ridad Hídrica; 
m. Gestionar los recursos financieros, sean préstamos, cooperacio-
nes técnicas no reembolsables, u otras fuentes de financiamiento; 
n. Formular la normativa correspondiente de la presente ley; 
o. Resolver los conflictos por uso de agua de acuerdo al procedi-
miento establecido en la presente Ley; 
p. Fijar las tasas por servicios administrativos, técnicos y científicos 
prestados a terceros, sean estos públicos o privados, relacionados 
con el recurso hídrico, de conformidad a la presente ley; 
q. Elaborar, actualizar y publicar al menos cada cinco años los inven-
tarios y balances nacionales de los recursos hídricos en cantidad y 
calidad, para lo cual emitirá los lineamientos y procedimientos téc-
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nicos necesarios para su elaboración; 
r. Aprobar la normativa técnica relacionada con el uso y aprovecha-
miento eficiente y sustentable de los recursos hídricos, así como 
para el control de la contaminación; y velar por su cumplimiento; 
s. Aprobar la normativa técnica relacionada con el reuso y lodos. 
t. Aprobar la normativa técnica relacionada con las obras hidráuli-
cas que se construyan en los bienes que forman parte del dominio 
público hídrico, priorizando las obras de uso múltiple; y velar por su 
cumplimiento; 
u. Aprobar la normativa técnica que tenga por finalidad la determi-
nación de las crecidas máximas ordinarias en los bienes que forman 
parte del dominio público hídrico, considerando un período de re-
torno de veinticinco años; y velar por su cumplimiento; 
v. Aprobar la normativa técnica y regulatoria de agua potable y sa-
neamiento y velar por su cumplimiento; 
w. Desarrollar e incentivar la investigación científica, adaptación y 
transferencia tecnológica y mejoras en materia de agua y gestión 
integral, así como gestionar y coordinar programas de cooperación 
técnica, formación y capacitación del personal que labore en la te-
mática hídrica y prestación de servicios relacionados con la materia; 
x. Requerir la colaboración de otras Instituciones del Estado para 
la realización de sus atribuciones; asimismo, atender dentro de su 
capacidad técnica y atribuciones legales, las peticiones que estas 
últimas le realicen en el marco de sus respectivas competencias, a 
efecto asegurar la gestión integral del recurso hídrico. 

Art. 13. La organización de la Autoridad Hídrica será de la manera 
siguiente: 
a. Una Junta Directiva; 
b. Una Dirección Ejecutiva; 
c. Un Comité Consultivo de la Autoridad Hídrica; 

d. Organismos Zonales de Cuenca; 
e. Comités Consultivos Zonales de Cuenca; 
f. Dirección de Agua Potable y Saneamiento 
g. Un Tribunal de Apelaciones; 
h. Las unidades especializadas y administrativas que se consideren 
necesarias para el logro de sus fines.

Junta Directiva 
Art. 14. Las facultades y atribuciones que esta Ley confiere a la Insti-
tución, así como la política general de la misma, las ejercerá y deter-
minará una Junta Directiva, compuesta por un Presidente y cuatro 
Directores Propietarios, todos con sus respectivos suplentes. 
La Junta Directiva funcionará como un ente colegiado, deliberativo, 
coordinador, y fiscalizador del funcionamiento interno de la Autori-
dad Hídrica y el cumplimiento de sus fines. 
Los miembros de la Junta Directiva, serán nombrados de la siguien-
te forma: 
a. El Presidente, por el Presidente de la República;
b. Dos Directores electos por la Corporación de Municipalidades de 
la República de El Salvador por el voto favorable de las tres cuartas 
partes de los miembros; 
c. Dos Directores electos por los miembros de la Asociación Nacio-
nal de la Empresa Privada ANEP.

Administración de la Autoridad Hídrica 
Art. 23.- La operación administrativa, económica y financiera de la 
Autoridad Hídrica estará a cargo de una Dirección Ejecutiva. El ti-
tular de dicha Dirección, estará contratado a tiempo completo, su 
cargo será incompatible con cualesquiera otro cargo remunerado y 
con el ejercicio de su profesión, estará subordinado a la Junta Direc-
tiva de la Autoridad Hídrica y tendrá funciones como Secretario de 
la misma, con voz pero sin voto.

LSAS

Creación de la Autoridad Nacional de Agua Potable y Sa-
neamiento
Art. 11. Se crea la Autoridad Nacional de Agua Potable y Saneamien-
to, en adelante ANAPSA, como persona jurídica de derecho público, 
con autonomía en su gestión técnica, administrativa, financiera, y 
patrimonio propio, según lo dispuesto en la presente ley y su regla-
mento.

Organización de la ANAPSA 
Art. 15. La ANAPSA estará organizada de la siguiente forma:
a) Un Consejo Directivo Nacional, en adelante, en adelante CODINA;
b) Un Comité Técnico Consultivo;
c) Una Dirección Ejecutiva; y
d) Tres Direcciones Regionales de Cuenca: zonas occidental, central 
y oriental;
La ANAPSA contará con las unidades administrativas y el equipo 
técnicos de trabajo necesarios para el cumplimiento de sus funcio-
nes y atribuciones.
Art. 19. La dirección y administración superior de la ANAPSA estará 
a cargo de un Consejo Directivo Nacional, en adelante CODINA, que 
será responsable de las atribuciones que legalmente le correspon-
den a la institución

Integración del CODINA
Art. 20. El CODINA estará integrado de la siguiente forma:
a) Un representante del ente rector de los recursos hídricos;
b) Un representante de la Universidad de El Salvador; y,
c) Un representante de las Asociaciones de Consumidores legal-
mente constituidas.

Atribuciones del CODINA
Art. 21. Son atribuciones del CODINA:
a) Establecer la política estratégica de la ANAPSA;
b) Resolver sobre los asuntos que en materia de agua potable, al-
cantarillado, saneamiento, calidad de agua y otras actividades rela-
cionadas que someta a su consideración el Director Ejecutivo de la 
ANAPSA.;
c) Aprobar la estructura administrativa y el Reglamento Interno de 
la ANAPSA;
d) Revisar y aprobar los programas de inversión y el presupuesto ge-
neral de la ANAPSA;
e) Revisar y aprobar los estados financieros y los balances anuales 
de la ANAPSA, así como los informes generales y especiales, y orde-
nar su publicación;
f ) Determinar las cuotas y tarifas de los servicios de agua potable y 
saneamiento, de conformidad con lo establecido en el Capítulo VII de 
la ley;
g) Remover, a propuesta del Presidente, al Director Ejecutivo, los Je-
fes de Unidad y los Asesores Técnicos de la ANAPSA;
h) Contratar a personas naturales y jurídicas para las consultorías 
necesarias para el cumplimiento de esta ley;
i) Autorizar la contratación de créditos que sean necesarios para la 
prestación de servicios y la realización de las obras y supervisar su 
aplicación, de conformidad con las disposiciones aplicables; y
j) Las demás que le otorgue la presente ley y reglamentos vigentes.

Director Ejecutivo
Art. 31. La coordinación administrativa de la ANAPSA será responsa-
bilidad del Director Ejecutivo, quien será nombrado por el CODINA 
por un periodo de tres años, previo concurso de oposición.

Análisis

Rectoría y Gobernanza del Recurso Hídrico el Subsector 
de Agua Potable y Saneamiento
Respecto a la institucionalidad las propuestas postulan sistemas 
organizativos totalmente diferentes, en razón de su naturaleza, de 
los ámbitos que pretenden regular y la visión de gobernanza de la 
institucionalidad rectora. 
En primer lugar debe comprenderse que tanto la Ley General de 
Aguas como la Ley Integral del Agua al regular todas las aguas, 
coinciden en proponer a la cabeza de la institucionalidad un or-
ganismo colegiado intersectorial, en la lógica de que la toma de 
decisiones considere los diferentes puntos de vista y necesidades 
de dichos sectores. Sin embargo, luego de este aspecto, respec-
to a la institucionalidad, las propuestas difieren totalmente, en 
cuanto a la naturaleza institucional y, orden jerárquico dentro del 
Órgano Ejecutivo; composición; distribución de funciones y com-
petencias; nivel de democratización y participación ciudadana en 
la toma de decisiones estratégicas.
En primer lugar en cuanto a la naturaleza de la institucionalidad y 
orden jerárquico dentro del Órgano Ejecutivo, la LGA propone una 
Consejo Nacional del Agua (CNA) vinculado a la presidencia de la 
República, sin carácter autónomo sino dependiente de la Presi-
dencia de la República, similar a un consejo de ministros pero en-
focado a la gestión del agua y del con el MARN como único orga-
nismo materialmente ejecutor de todas las políticas relacionadas 
a la rectoría de dicho sector y dejando la regulación en manos de 
las respectivas instituciones reguladoras. Por su parte la LIA crea 
una Autoridad Hídrica (AH), como institución autónoma, vincula-
da al Órgano Ejecutivo a través del MARN, con todas las compe-
tencias en materia de rectoría y regulación del aprovechamiento 
de los diferentes usos del agua.
Respecto a la composición de los referidos organismo rectores, en 
la LGA, se propone un CNA, presidido por el titular del MARN y 
conformado por los titulares de otras nueve carteras del estado, 
como un espacio deliberativo estratégico como un símil del Con-
sejo de Ministros. Por su parte la Ley Integral del agua plantea que 
la Junta Directiva de la Autoridad Hídrica, esté compuesta por un 
Director Presidente nombrado por el Presidente de la República, 
Dos Directores electos por la Corporación de Municipalidades de 
la República de El Salvador (organismo privado conformado por 
las distintas alcaldías del país) y Dos Directores electos por los 
miembros de la Asociación Nacional de la Empresa Privada ANEP, 
es decir una Junta Directiva con una mayoría por parte del sector 
privado.
En cuanto a las competencias y funciones de los organismos de 
dirección, la LGA plantea que el CNA se límite únicamente a la 
aprobación del Plan Nacional Hídrico, Resolver conflictos en úl-
tima instancia, declarar emergencias y aprobar su normativa de 
funcionamiento, mientras que deja al MARN todas las facultades 

LANDA

Art. 1. Se crea por esta Ley la Administración Nacional de Acue-
ductos y Alcantarillados que en el texto de esta Ley se denominará 
A.N.D.A., con carácter de Institución Autónoma de Servicio Público, 
con personalidad jurídica, y con domicilio en la capital de la Repú-
blica...
Art. 6. Las facultades y atribuciones que esta Ley confiere a la Ins-
titución, así como a la política general de la misma, los ejercerá y 
determinará una Junta de Gobierno compuesta por un Presidente, 
cinco Directores Propietarios y cinco Adjuntos. El Presidente tendrá 

y competencias relativas a la aplicación de la LGA, la formulación 
y aplicación de la Política Nacional de los Recursos Hídricos y el 
Plan Nacional Hídrico. En el caso de la LIA, da a la AH a través de su 
Junta Directiva, todas las facultades necesarias para la gestión del 
recurso hídrico nacional y delegando la administración y la ejecu-
ción de las actividades de la AH en un Director Ejecutivo, nombra-
do por la Junta Directiva.
Respecto a la democratización y participación ciudadana en la 
toma de decisiones, la LGA no brinda espacios a la ciudadanía para 
participar activamente en la toma de decisiones ya que el espacio 
de participación ciudadana queda únicamente al nivel de aseso-
ría y consulta del CNA con voz pero sin voto a solicitud del mismo 
consejo y sin ninguna incidencia en las acciones desarrolladas por 
el MARN. Por su parte la LIA únicamente brinda espacio de deci-
sión a la empresa privada y a la corporación de municipalidades, 
sin considerar la opinión de otros sectores de la sociedad como 
los consumidores y usuarios, órganos de protección del medio 
ambiente y comerciantes e industriales no agremiados en ANEP.

Rectoría y Gobernanza del Subsector de Agua Potable y 
Saneamiento
En cuanto a la institucionalidad reguladora del subsector de agua 
potable y saneamiento, la LSAS, propone la creación de una Auto-
ridad Nacional de Agua Potable y Saneamiento, (ANAPSA), como 
una institución autónoma, dirigida por un Consejo Directivo Na-
cional compuesto por Un representante del ente rector de los re-
cursos hídricos; Un representante de la Universidad de El Salvador; 
y, Un representante de las Asociaciones de Consumidores legal-
mente constituidas, este Consejo tendría el apoyo de un Comité 
técnico integrado por expertos de diferentes instituciones del 
Estado y su administración estaría a cargo de un Director Ejecu-
tivo nombrado por el Consejo Directivo, dicha Autoridad tendría 
como funciones principales crear las políticas relativas al subsec-
tor, resolver conflictos en el sector, regular tarifas y condiciones de 
prestación de los servicios del subsector. Por su parte la LIA crea 
una Dirección de Agua Potable y Saneamiento, como parte de la 
estructura de la AH, con la función de proponer a la Junta Directi-
va la normativa técnica regulatoria del Subsector así como crear y 
mantener un sistema de información sobre la situación de los ser-
vicios y proponer acciones pertinentes para ampliar la cobertura 
y mejorar la calidad. Finalmente la LANDA crea a la ANDA como 
institución autónoma, compuesta por un Presidente nombrado 
por el Presidente de la República y cinco Directores Propietarios 
nombrados por el Poder Ejecutivo en los ramos de Obras Públicas, 
Interior, Salud Pública y Asistencia Social, Consejo Nacional de 
Planificación y Coordinación Económica y el quinto por la Cámara 
Salvadoreña de la Industria de la Construcción, sin ningún espa-
cio para la participación de otros sectores como consumidores y 
usuarios

un Suplente. Dichos funcionarios serán nombrados en la siguiente 
forma: 
a) El Presidente y su Suplente, por el Presidente de la República;
b) Los cinco Propietarios y sus respectivos Adjuntos; por el Poder 
Ejecutivo en los ramos de Obras Públicas, Interior, Salud Pública y 
Asistencia Social, Consejo Nacional de Planificación y Coordinación 
Económica y el quinto por la Cámara Salvadoreña de la Industria de 
la Construcción.
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 Según la Ley General de Aguas (LGA)

Subsectores y entidades competentes
Art. 19. De acuerdo a los usos que se hace de los recursos hídricos y 
a los niveles de gestión administrativa del sector hídrico, y que para 
efectos de la presente Ley tendrán carácter de reguladoras y serán 
representativos de los diferentes subsectores, los siguientes:
a. Agua potable y saneamiento: la autoridad competente es la Ad-
ministración Nacional de Acueductos y Alcantarillados y ejercerá su 
regulación de conformidad con la normativa especial de la materia 
y con su propia Ley;
b. Agua con fines agropecuarios, acuícolas y pesqueros: el compe-
tente en esta materia es el Ministerio de Agricultura y Ganadería, a 
través de la Ley de Riego y Avenamiento, Ley Forestal y Ley General 
de Ordenación y Promoción de Pesca y Acuicultura;
c. Agua con fines hidroeléctricos y geotérmicos: la autoridad com-
petente es la Superintendencia General de Electricidad y Telecomu-
nicaciones, a través de la Ley General de Electricidad; y,
d. Agua con fines industriales, recreativos y otros: el competente en 
esta materia es el MARN, a través de la aplicación de la presente Ley 
y sus reglamentos.

Relación del MARN con los Subsectores
Art. 20. Las relaciones del MARN con las entidades públicas que tie-
nen carácter de reguladores de los diferentes subsectores, se esta-
blecen en los siguientes términos:
a. Facultades del MARN:
1. Monitorear y fiscalizar el uso eficiente del agua asignada por el 
MARN, así como revisar y actualizar anualmente los volúmenes asig-
nados de acuerdo con la planificación hídrica y el cumplimiento de 
la presente Ley;
2. Emitir directrices, conocer y supervisar lo relacionado a obras hi-
dráulicas que se construyan en los bienes que forman parte del do-
minio público hídrico, priorizando las obras de uso múltiple;
3. Velar por el cumplimiento de las normas y directrices de protec-

LIA

Art. 25. La Dirección de Agua Potable y Saneamiento, que tendrá 
dentro de sus funciones: 
a. Elaborar y proponer para aprobación de la Junta Directiva de la 
Autoridad Hídrica, la normativa técnica y regulatoria aplicable a los 
sistemas de agua potable y saneamiento. 
b. Desarrollar y mantener actualizado un completo sistema de in-
formación, que comprenda, el estado y situación de los servicios y 
cobertura de los prestadores de servicios de agua potable y alcanta-
rillado sanitario, y el inventario de los programas y acciones recomen-
dadas y en ejecución. 
c. Promover el desarrollo y la optimización de las capacidades de las 
entidades prestadoras de servicios de agua potable y alcantarillado 
sanitario, incluyendo asociaciones comunitarias y municipalidades, 
fomentando la conformación de unidades de gestión basadas en cri-
terios de eficiencia técnica y económica, y viabilidad financiera. 

LSAS

Atribuciones y competencias
Art. 14. En la aplicación de la presente ley, la ANAPSA tendrá las si-
guientes atribuciones y competencias:
a) Proponer al Órgano Ejecutivo y municipios las acciones pertinen-
tes para racionalizar y hacer eficiente la prestación de servicios de 
agua potable y saneamiento;
b) Proponer al Órgano Ejecutivo y municipios políticas públicas de 
apoyo técnico y financiero con el objetivo de lograr la universaliza-
ción de los servicios de agua potable y saneamiento en el país;
c) Establecer los objetivos, programas, estrategias, políticas y nor-
mas generales que garanticen el óptimo y sustentable aprovecha-

ción en el uso o aprovechamiento de los bienes que forman parte 
del dominio público hídrico;
4. Verificar el cumplimiento de las medidas de protección para los 
recursos hídricos, ecosistemas y cuencas hidrográficas; y,
5. Velar porque se cumpla con los pagos de los cánones sobre el 
agua asignada.
b. Obligaciones de los entes públicos reguladores de los diferen-
tes subsectores:
1. Cumplir estrictamente los requisitos y obligaciones establecidos 
en la autorización del agua asignada por el MARN;
2. Incorporar en la formulación de su planificación subsectorial lo 
establecido en los diferentes instrumentos de planificación hídrica;
3. Solicitar previamente autorización del MARN para modificar las 
condiciones y características del uso o aprovechamiento del recur-
so hídrico;
4. Informar anualmente al MARN sobre el uso y aprovechamiento 
eficiente del agua asignada;
5. Permitir a los funcionarios del MARN o terceros contratados por 
él, debidamente acreditados, el acceso a las instalaciones o infraes-
tructuras que se encuentren bajo su responsabilidad;
6. Suministrar la información solicitada por el MARN en lo referente 
a la situación del recurso hídrico bajo su responsabilidad; y
7. Informar al MARN todo lo relacionado a los permisos que emitan, 
con la finalidad de incorporar los datos al Sistema de Información 
Hídrica y al Registro de los Recursos Hídricos.

Lineamientos generales para las actuaciones de los re-
guladores en los subsectores
Servicio de agua potable y saneamiento
Art. 63. Una ley especial regulará lo pertinente a la prestación de 
los servicios públicos de agua potable y saneamiento a las pobla-
ciones.

d. Las demás atribuciones que esta ley o la Junta Directiva de la Au-
toridad Hídrica le asigne. 
El titular de esta Dirección, estará contratado a tiempo completo, 
su cargo será incompatible con cualquier otro cargo remunerado y 
con el ejercicio de su profesión, excepto la actividad docente, estará 
subordinado a la Junta Directiva de la Autoridad Hídrica. Asimismo, 
formará parte del Consejo Nacional de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial, con voz y voto.

Fiscalización 
Art. 26. Sin perjuicio de la fiscalización de la Corte de Cuentas de la 
República, la Junta Directiva contratará anualmente los servicios de 
una firma especializada para que realice auditorías financieras y de 
gestión de esa entidad, siendo dicha Junta la única facultada para 
recibir el informe respectivo. 

miento del agua potable y su distribución; así como el tratamiento, 
la conducción, alejamiento y descarga de aguas residuales al siste-
ma de drenaje sanitario;
d) Coordinar la planeación, programación, diseño, construcción, 
control, vigilancia y evaluación de los sistemas de agua potable, tra-
tamiento y desalojo de aguas residuales;
e) Vigilar que el funcionamiento y prestación de los servicios pú-
blicos de agua potable y saneamiento, se realicen con el irrestricto 
cumplimiento de los objetivos, programas, estrategias, políticas y 
normas generales establecidas para tal efecto;
f) Realizar estudios socio-económicos y técnicos ambientales para 

COMPETENCIAS EN SAPS determinar las necesidades de los servicios de agua potable y sa-
neamiento e impulsar las medidas y acciones conducentes para su 
solución;
g) Otorgar y revocar las licencias para realizar descargas de aguas 
residuales en los sistemas de drenaje sanitario a las personas que 
las generen con motivo de su actividad industrial, comercial o de 
servicio;
h) Ordenar el tratamiento obligatorio de aguas residuales y el ma-
nejo adecuado de vertidos a las personas que los generen con moti-
vo de los procesos industriales, comerciales o de servicio que llevan 
a cabo;
i) Autorizar bajo normas técnicas la construcción de plantas de tra-
tamiento de aguas residuales y manejo de vertidos;
j) Determinar los cargos que deberán pagar las personas naturales 
o jurídicas que realicen descargas de aguas residuales en el sistema 
de drenaje sanitario;
k) Vigilar el fiel cumplimiento de las normas técnicas en las plantas 
de potabilización y de tratamiento de aguas residuales;
l) Vigilar y promover la aplicación de las disposiciones legales en 
materia de control y prevención de la contaminación del agua;
m) Dictar normas técnicas sobre las obras y bienes destinados a la 
prestación de los servicios de agua potable y saneamiento;

LANDA

Art. 3. Son facultades y atribuciones de la Administración Nacional 
de Acueductos y Alcantarillados:
a) Adquirir toda clase de bienes muebles o inmuebles por cualquier 
título o medio legal, pudiendo retener, conservar, funcionar y admi-
nistrar dichos bienes; y disponer de aquellos que considere innece-
sarios.
b) Enajenar en un todo de acuerdo con las disposiciones pertinen-
tes del Código Civil, aquellos bienes raíces y sus accesorios que sean 
innecesarios para los fines de la presente Ley.
c) Enajenar aquellos bienes muebles innecesarios para los fines de 
la presente Ley, a cualquiera de los títulos siguientes:
1.- Vendiéndolos a cualquier institución oficial;
2.- Vendiéndolos entre particulares al mejor postor;
3.- Dándolos en permuta, pago o como complemento de pago del 
precio de bienes muebles por adquirirse; y
4.- Donándolos al Estado, o instituciones benéficas, o de servicio 
público gubernamental.
d) Dar y tomar en arrendamiento, comodato, o efectuar cualquiera 
otra transacción sobre bienes raíces o muebles con el Estado, o con 
cualquiera institución oficial o corporación de derecho público, o 
con personas jurídicas o naturales, e invertir el producto de dichas 
operaciones en los fines que marca esta Ley, sin perjuicio de lo dis-
puesto en el Art. 134 de la Constitución Política.
e) Aceptar donaciones o subsidios del Estado, o de cualquiera ins-
titución o corporación de derecho público, o de personas particu-
lares.
f) Instaurar las acciones que estime convenientes, transigir y cele-
brar arreglos judiciales y extrajudiciales. No podrá ser demandada 
por daños y perjuicios causados por la impureza, irregularidad o in-
suficiencia real o alegada del agua proveída por ella, siempre que 
provenga por caso fortuito o fuerza mayor; ni tampoco podrán em-
bargarse ni venderse en pública subasta los bienes de la Institución 
necesarios para el Servicio Público.
g) Celebrar contratos, formalizar todos los instrumentos y realizar 
todos los actos y operaciones que fueren necesarios o convenientes 
para llevar a efecto las facultades y atribuciones que por esta Ley se 
le confieren o se le confieran por leyes posteriores; pero cuando se 
tratare de contraer obligaciones garantizadas por el Poder Ejecuti-
vo deberá obtenerse la autorización de la Asamblea Legislativa en 
la forma prescrita en el numeral 16º del Art. 47 de la Constitución 
Política.
h) Supervisar sus propiedades y actividades, incluyendo la de hacer 

n) Fiscalizar y sancionar a los prestadores del servicio, en las condi-
ciones previstas por la ley;
o) Administrar el Fondo Nacional de Agua Potable y Saneamiento 
de conformidad a lo establecido en la presente ley;
p) Brindar asistencia técnica y financiera a los prestadores de los ser-
vicios regulados por la ley;
q) Establecer las tarifas para los servicios de agua y saneamiento;
r) Diseñar y supervisar el régimen de subsidios previsto por la ley;
s) Promover la participación ciudadana para la aplicación de la pre-
sente ley, en particular para vigilar la conducta de los prestadores y 
la calidad de los servicios proveídos por los mismos;
t) Promover la protección del medio ambiente y el tratamiento de 
los desechos sólidos y coordinar con las instituciones competentes 
acciones que garanticen la integralidad de los recursos naturales;
u) Promover la investigación para el desarrollo de tecnologías apro-
piadas para la gestión de los servicios de agua potable y saneamien-
to y desarrollar programas de capacitación y educación sobre el 
consumo sustentable y la conservación de los recursos hídricos;
v) Elaborar la propuesta de su presupuesto anual para someterlo a 
la consideración del Ministerio de Hacienda; y
w) Las demás que establezca la ley.

y poner en vigor, aquellas normas internas que sean necesarias para 
tales fines.
i) Entrar, previa autorización de sus dueños o poseedores o sus re-
presentantes, en inmuebles o cuerpos de agua, con el fin de hacer 
mensuras, sondeos y estudios. Cuando la autorización respectiva se 
solicitare por escrito y no contestare dentro del tercero día ninguna 
de las personas arriba mencionadas, se tiene por concedido el per-
miso; y si ésta se negare, se ocurrirá al Ministerio del Interior con las 
justificaciones pertinentes, quien dentro del tercero día podrá con-
ceder la autorización solicitada, oyendo previamente al interesado. 
Si hubiere daños, la Institución pagará la indemnización correspon-
diente.
j) Preparar o hacer preparar estudios, planos, diseños y presupues-
tos para la construcción, reconstrucción, expansión, mejora, amplia-
ción y reparación de cualquier obra necesaria para la realización de 
los fines que esta Ley le encomienda o que se le encomendaren por 
leyes posteriores, y modificar o hacer modificar, cuando fuere con-
veniente, tales planos, diseños y presupuestos.
k) Adquirir, utilizar, y tratar aguas superficiales o subterráneas y dis-
poner de las mismas para la provisión de las poblaciones y de zonas 
rurales.
l) Construir y reconstruir, mediante Contrato, previa licitación o bajo 
la dirección de sus propios funcionarios, agentes o empleados, o 
por conducto o mediación de los mismos, toda clase de obras e ins-
talaciones relacionadas con:
1.- El estudio, investigación, alumbramiento, captación, tratamien-
to, conducción, almacenamiento y distribución de aguas potables.
2.- El estudio, investigación, evacuación, tratamiento y disposición 
final de las aguas residuales; y
3.- El mejoramiento, ampliación y mantenimiento de las instalacio-
nes o servicios existentes relacionados con los dos numerales ante-
riores, que se encuentren bajo su jurisdicción.
m) Establecer industrias que tengan por objeto extraer o producir la 
materia prima o los materiales elaborados necesarios para sus servi-
cios, sin fines lucrativos.
n) Obtener préstamos directos, emitir y colocar bonos en los merca-
dos internos y externos y contraer otras obligaciones, actuando en 
todos estos casos con la aprobación previa del Poder Ejecutivo en el 
Ramo de Economía, y utilizar los fondos así obtenidos en la realiza-
ción de sus fines, de acuerdo con sus Presupuestos y con arreglo a la 
Ley. Sin embargo, si se tratare de préstamos locales con vencimien-
to no mayor de un año, destinados a atender necesidades finan-
cieras relacionadas con el giro ordinario de sus operaciones, no se 
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requerirá la aprobación del Poder Ejecutivo. La Institución no podrá 
hipotecar, pignorar o gravar en cualquier otra forma sus ingresos, 
rentas, instalaciones y demás bienes, excepto en los casos siguien-
tes: a) Los gravámenes hipotecarios o prendarios que constituyan 
sobre una propiedad raíz o mueble al tiempo de su compra, para 
asegurar el pago del precio de la misma; y b) Gravámenes que se 
constituyan a favor del Estado, del Municipio o de las Instituciones 
Oficiales Autónomas, para la consecución de sus fines.
o) Hacer las operaciones que se refiere el literal anterior con el obje-
to de consolidar, convertir o refinanciar sus obligaciones, con suje-
ción a los requisitos que el mismo literal establece.

Análisis

Análisis de las  Competencias en SAPS 
Respecto a la distribución de las competencias por subsectores, en 
cada una de las leyes se parte de la institucionalidad propuesta, tal 
es el caso de la LGA, la cual, luego de la creación del CNA, desarrolla 
la asignación de competencias en materia de regulación de los di-
ferentes subsectores, el Ministerio de Agricultura y Ganadería para 
usos agropecuarios, la Superintendencia General de Electricidad y 
Telecomunicaciones, para la generación hidroeléctrica y geotér-
mica, los usos Industriales y recreativos al MARN y el Subsector de 
agua potable y saneamiento le es asignado a la ANDA, debiendo 
cada institución desarrollar su propia regulación conforme a sus res-
pectivas legislaciones, y en el caso del agua potable y saneamiento 
manda además a crear una ley especial para regular dicha materia; 
La LGA da la competencia al MARN de cobrar el respectivo canon 
por el uso del agua, emitir normativa y directrices respecto a los 
diferentes usos del agua y vigilar su cumplimiento, y establece la 
obligación de los reguladores de cumplir con las disposiciones de 
la LGA y de las directrices, normas y políticas emitidas por el MARN. 
Respecto a la distribución de competencias, la LIA únicamente asig-
na facultades de regulación técnica, vigilancia y desarrollo del sub-
sector a la Dirección de Agua Potable y Saneamiento, manteniendo 
la competencia de regular los otros usos del agua en la junta directi-
va de su respectiva autoridad. 
En cuanto a la LSAS, está refiere todas las competencias en materia 
de regulación del sub sector a la ANAPSA, formulación de planes y 
políticas sectoriales e intersectoriales, regulación técnica de los ser-

p) Someter a la aprobación del Poder Ejecutivo en el Ramo de 
Economía, tarifas razonables por el uso de las facilidades de la Ins-
titución, o por los servicios de agua potable, alcantarillado u otros 
artículos o servicios vendidos, prestados o suministrados por ella y 
cobrar de acuerdo a las mismas, las que se aplicarán en el porcenta-
je y en la forma que la Junta de Gobierno determine.
q) Participar en Sociedades de Economía Mixta que persigan el mis-
mo objeto de la Institución; y 
r) Formular y someter al Poder ejecutivo para su aprobación, el Re-
glamento de la presente Ley y los demás que fueren necesarios, lo 
mismo que sus reformas.

vicios, autorización de proveedores y proyectos de explotación tra-
tamiento y vertidos de aguas; investigación desarrollo y fomento de 
nuevas tecnologías; regulación de tarifas, creación de un fondo es-
pecial para la gestión del recurso y definición de la política de sub-
sidios para subsidios; desarrollo de acción de protección del medio 
ambiente y promoción de la participación ciudadana. 
Actualmente, la Ley de Creación de ANDA, es la única legislación 
que contempla la asignación de competencias en materia de presta-
ción de los servicios de agua potable y saneamiento, según su Ley, 
la ANDA tiene como facultades el hacer mesuras, sondeos y estudios 
sobre todos los cuerpos de agua en el territorio en cualquier lugar en 
el que se encuentren ya sea en inmuebles del Estado o privados, pu-
diendo adquirir cualquier inmueble que considere necesario para la 
correcta prestación de sus servicios inclusive mediante el sistema de 
expropiación de dichos inmuebles; respecto al recurso hídrico y a la 
prestación de servicios, la ANDA está facultada para adquirir, utilizar y 
tratar aguas superficiales o subterráneas para disponer de las mismas 
para la provisión de las poblaciones y zonas rurales, así como el es-
tudio, investigación, evaluación, tratamiento y disposición final de a 
aguas residuales; la ANDA también tiene dentro de sus competencias 
el someter a la aprobación del Órgano Ejecutivo las tarifas por sus ser-
vicios; respecto a su responsabilidad su Ley le brinda una protección 
respecto a demandas por daños y perjuicios causados por impurezas, 
irregularidad o insuficiencia del agua proveída por ella y tampoco 
pueden ser embargados ni vendidos en pública subasta los bienes de 
la institución necesarios  para el servicio público.

 Según la Ley General de Aguas (LGA)

Política Nacional de los Recursos Hídricos
Art. 34. La Política Nacional de los Recursos Hídricos está determina-
da por un conjunto coherente y preciso de principios, objetivos y li-
neamientos que es formulada por el Ministerio de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales y será aprobada por el CNA.
La Política Nacional de los Recursos Hídricos se fundamentará en los 
principios establecidos en la presente Ley.
La Política Nacional de los Recursos Hídricos guiará las actuaciones 
de las instituciones públicas centrales, autónomas y municipales en 
la elaboración e instrumentación de políticas sectoriales, planes, pro-
gramas y proyectos relacionados con la gestión integral del recurso 
hídrico.

Planificación hídrica
Art. 36. La planificación hídrica es la proyección en forma ordenada, 
permanente y racional de la utilización, aprovechamiento y protec-
ción de los recursos hídricos. Se fundamenta en los balances hídri-
cos y en las políticas y estrategias de desarrollo en materia hídrica y 
tiene una perspectiva de corto, mediano y largo plazo.
Ningún plan o política hídrica crea derechos a favor de particulares.
Para realizar la planificación de la gestión integral de los recursos 
hídricos deberá considerarse la protección, conservación y recupe-
ración de las cuencas hidrográficas y su adaptación a los efectos del 
cambio climático.

La planificación hídrica responderá a los lineamientos de la Política 
Nacional de los Recursos Hídricos y será congruente con las políti-
cas sectoriales relacionadas con la temática ambiental y de ordena-
miento y desarrollo territorial.

Sistema de Información Hídrica
Art. 47. El Sistema de Información Hídrica, que en adelante se de-
nominará SIHI, tendrá como finalidad recopilar, almacenar, sistema-
tizar y difundir la información relacionada con los recursos hídricos 
a nivel nacional.
El MARN será responsable de la coordinación a través del SIHI, de 
establecer con los organismos internacionales o multilaterales los 
mecanismos de cooperación, protocolos de intercambio y genera-
ción de información vinculada a los recursos hídricos.
El MARN mediante Acuerdo, emitirá la información básica que de-
berá contener el SIHI, la cual será proporcionada por todas las insti-
tuciones del Estado. Esta información será de uso exclusivo del SIHI 
y estará exenta de todo pago o arancel.

Usos preferenciales
Art. 54. El uso de las aguas se hará conforme al orden preferencial 
siguiente:
a. Uso para necesidades primarias y abastecimientos de poblacio-
nes;
b. Uso para la sostenibilidad de ecosistemas;

REGULACIÓN DEL SECTOR

c. Uso agropecuario;
d. Uso para la generación de energía eléctrica;
e. Uso industrial y comercial;
f. Usos recreativos; y,
g. Otros usos.
Los usos preferenciales establecen prioridades y no son excluyentes 
entre sí; salvo en caso de conflictos entre usos distintos o por dispo-
nibilidad, el uso inmediato superior adquirirá preeminencia.

Uso preferente
Art. 58. Las aguas utilizadas y necesarias para el uso doméstico tie-
nen prioridad y su uso no puede ser supeditado ni condicionado a 
cualquier otro uso.

Uso doméstico
Art. 59. Para los fines de la presente Ley se considera como uso 
doméstico el que sirve para satisfacer las necesidades básicas fa-
miliares de ingesta, aseo personal, limpieza, incluyendo el abre-
vadero de animales domésticos que no constituya una actividad 
comercial o lucrativa.

LIA

De las Facultades de la Autoridad Hídrica 
Art. 12. Son facultades, funciones y atribuciones de la Autoridad Hí-
drica las siguientes: 
  v. Aprobar la normativa técnica y regulatoria de agua potable y sa-
neamiento y velar por su cumplimiento; 

Uso doméstico 
Art. 66. Para el uso doméstico de aguas superficiales de ríos, lagos o 
lagunas o subterráneas extraídas a través de pozos someros o arte-
sanales, siempre que no cause daños a usuarios de predios vecinos, 
no será necesaria autorización administrativa 
Estos usos se llevarán a cabo siempre que no tenga por finalidad la 
comercialización de las mismas. 
Toda extracción de aguas subterráneas a través de pozos no artesana-
les para uso doméstico requiere de permiso de la Autoridad Hídrica. 

Registro de aguas con fines de uso doméstico 
Art. 67. Los propietarios y usuarios de pozos someros o artesanales, 
se encuentren o no en uso, deben de informar sobre la existencia de 
los mismos, además de cumplir con la normativa correspondiente. 
El Organismo Zonal de Cuenca respectivo llevará un inventario de 

LSAS

Permisos de obras públicas y comunitarias
Art.7. No podrá efectuarse ninguna construcción, o modificación de 
una obra pública o comunitaria destinada al aprovechamiento de 
agua para consumo humano sin la autorización previa de la Auto-
ridad Nacional de Agua Potable y Saneamiento, para lo cual deberá 
presentarse una solicitud escrita con las especificaciones técnicas 
de las obras proyectadas, de conformidad a las disposiciones regla-
mentarias respectivas.

Requisitos para lotificaciones y construcción de viviendas
Art. 8. Toda persona natural o jurídica que desarrolle proyectos de 
lotificación o construcción de viviendas que incluya el acceso a 
agua potable y saneamiento, deberá contar con la factibilidad de 
dichos servicios, situación que garantizará y acreditará la Autoridad 
Nacional de Agua Potable y Saneamiento.

Conservación de la red hidrográfica
Art. 9. Los gobiernos locales en coordinación con los comités de 
cuenca deberán trabajar en la preservación de la red hidrográfica, 
con el propósito de asegurar el caudal ecológico determinado por 
la Autoridad Nacional de Agua Potable; asimismo deberán impulsar 
y efectuar intervenciones de restauración del espacio fluvial.
Las zonas de recarga hídrica tendrán una protección especial en la 

Toda persona puede hacer uso común de las aguas superficiales de 
ríos, lagos y lagunas para fines de uso doméstico; estos usos se lle-
varán a cabo de forma que no produzcan un deterioro de la calidad 
y caudal de las aguas, ni daños a terceros y sin desperdicio o mal uso 
de las mismas, cumpliendo con las normas ambientales y de sani-
dad al respecto.

Extracción de aguas con fines de uso doméstico
Art. 60. El uso doméstico podrá hacerse también mediante la extrac-
ción de agua subterránea, a través de pozos someros; sin embargo, 
los usuarios tienen el deber de informar sobre la existencia de los mis-
mos, se encuentren o no en uso.
El Organismo Zonal de Cuenca respectivo llevará un inventario de 
los pozos existentes y podrá en todo tiempo requerir actualización 
o nueva información.

Exención de autorizaciones
Art. 61. El uso señalado en el artículo anterior no requiere autoriza-
ción o dictamen previo, pero deberá ser reportado por la persona 
usuaria para su incorporación al SIHI y la formación de inventarios.

los pozos existentes y podrá en todo tiempo requerir actualización 
o nueva información, la cual deberá ser incorporada al Sistema de 
Planificación Hídrico.

Sección Segunda 
Procedimiento para emitir permisos 
Del Procedimiento Administrativo 
Art. 84. El procedimiento administrativo para resolver las solicitudes 
de permiso contempladas en el presente capítulo, contendrá las si-
guientes fases: 
  a. Recepción y aceptación de solicitud 
  b. Publicación 
  c. Recepción de afectaciones 
  d. Inspección técnica e Informe técnico 
  e. Resolución 
  f. Notificación 

Sección Tercera 
Auditorías, modificación, suspensión, revocatoria
Art. 92. y siguiente.

planeación del desarrollo urbanístico local por parte de las autorida-
des del municipio.

Políticas sectoriales
Art. 10. La Autoridad Nacional de Agua Potable en coordinación con 
la autoridad rectora del recurso hídrico deberá garantizará que las 
diferentes políticas sectoriales impulsadas no afecten de forma ne-
gativa la calidad y disponibilidad de los recursos hídricos.

Prestadores del servicio
Art. 70. Los servicios a los que se refiere esta Ley podrán ser proveí-
dos por los siguientes prestadores:
a) La Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados 
(ANDA);
b) Los Gobiernos Municipales, quienes pueden asociarse con otros 
Gobiernos Municipales para la prestación del servicio, por conve-
niencia técnica, ambiental o económica; y,
c) Operadores comunitarios. Se consideran operadores comuni-
tarios las asociaciones y fundaciones sin fines de lucro que tengan 
entre sus objetivos
sociales la prestación de los servicios de agua potable y saneamien-
to o la promoción del desarrollo humano, así como las Asociaciones 
de Desarrollo Comunal previstas por el Código Municipal.
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Análisis

Análisis Regulación del sector
Respecto al aspecto sustantivo de las leyes, es decir, el fondo de las 
propuestas y en cuanto a la regulación y reglamentación del sub-
sector, cada una de las leyes tiene enfoques diferentes, ya sea por 
las características de la estructura propuesta o por la naturaleza de 
sus objetivos; en este aspecto, la LGA se centra en primer lugar en 
establecer los parámetros de la planificación estratégica de la gestión 
de los diferentes usos del agua, estableciendo una Política Nacional 
y una Planificación Hídrica en las cuales se debe plasmar la visión de 
sostenibilidad de la gestión así como las acciones a realizar para su 
consecución; posteriormente desarrolla el Sistema de Información 
Hídrica como una herramienta de sistematización y difusión de los 
usos y disponibilidad de los recursos hídricos para la planificación 
estratégica; y respecto al subsector, establece que el agua para con-
sumo humano domestico tiene prioridad frente a los otros usos del 
agua y no puede ser supeditado ni condicionado por ningún otro 
uso, señalando expresamente que se debe entender por agua para 
consumo domestico y garantizando la exención de pagos para las 
explotaciones exclusivas para el referido uso; la LGA, en ningún mo-
mento habla de la regulación de los subsectores, ya que delega en 

los reguladores de los diferentes sectores dicha responsabilidad. Por 
su parte, la LIA además de establecer el marco de su visión estratégica 
del recurso hídrico y la regulación general de los diferentes usos del 
agua, propone que la AH tenga la facultad de emitir la normativa re-
gulatoria y técnica del servicio de agua potable y saneamiento, vigilar 
su cumplimiento y resolver conflictos entre los diferentes usuarios del 
agua; la LIA establece además el registro obligatorio de todos los po-
zos de agua existentes, tanto artesanales como no artesanales, y es-
tableciendo para los pozos industriales o profundos la obligación de 
solicitar el respectivo permiso de explotación a la Autoridad Hídrica.
En cuanto a la LSAS, al ser la ley que desarrolla las regulación del 
subsector, además de dar todas las facultades normativas técnicas y 
reglamentarias  a la ANAPSA, establece la obligatoriedad de solicitar 
permiso para las nuevas explotaciones y todas las modificaciones 
a obras nuevas o a existentes; la Ley procura la colaboración entre 
proveedores y autoridades locales para la preservación de la red hi-
drográfica, tanto mediante el desarrollo de obras, como mediante 
la planificación coordinada de los proyectos urbanísticos; aparte de 
lo anterior la Ley establece quienes podrán proveer los servicios de 
acueducto, alcantarillado y tratamiento de aguas servidas.

 Según la Ley General de Aguas (LGA)

Declaratoria de utilidad pública y de interés social
Art. 6. Declárase de utilidad pública y de interés social las activida-
des, obras y proyectos que realice el Estado en el uso, aprovecha-
miento, protección y conservación de los recursos hídricos, espe-
cialmente las actividades orientadas a:
c) El control y mejoramiento de la calidad de los cuerpos de agua, 
así como también de las aguas residuales, su recirculación y reúso 
racional bajo criterios de desarrollo sustentable.
Art. 18. Son competencias del MARN, las siguientes:
h. Formular y aprobar las normas técnicas necesarias para el uso y 
aprovechamiento eficiente y sostenible del agua y para regular su 
calidad, incluyendo las que tengan por finalidad la determinación 
de las crecidas máximas ordinarias en los bienes que forman parte 
del dominio público hídrico, considerando un período de retorno 
de veinticinco años.

Lineamientos generales para las actuaciones de los regu-
ladores en los subsectores
Art. 21. Las actuaciones de los reguladores en cada subsector con 
relación al uso y aprovechamiento de los recursos hídricos estarán 
regidas por los siguientes lineamientos:
a. Garantizar la eficiencia en el uso o aprovechamiento del recurso 
hídrico en cantidad y calidad;
b. Cumplir las normas y regulaciones emitidas por el MARN para 
la protección de los recursos hídricos, de los ecosistemas y de las 
cuencas hidrográficas; y,
c. Procurar que los operadores de los servicios y la población en ge-
neral utilicen prácticas adecuadas en el uso y aprovechamiento de 
los recursos hídricos y disposición adecuada de los vertidos.
Art. 30. Las funciones de los Organismos Zonales de Cuenca son:
f. Vigilar y controlar el cumplimiento de la normativa relacionada 
con la cantidad y calidad del agua, así como con la gestión de las 
cuencas y regiones hidrográficas que correspondan a su zona de ac-
tuación geográfica

Lineamientos de la Política Nacional de los Recursos Hí-
dricos
Art. 35. La Política Nacional de los Recursos Hídricos se actualizará 
por lo menos cada cinco años y servirá de base para la elaboración 
de los planes hídricos a todos los niveles, de acuerdo a los siguientes 
lineamientos:
b. Gestión adecuada de las aguas superficiales o subterráneas en 

cantidad y calidad;

Plan Nacional Hídrico
Art. 39. El Plan Nacional Hídrico es el instrumento de planificación 
de la más alta jerarquía con carácter estratégico, público y de obli-
gatorio cumplimiento que será realizado con enfoque de cuencas. 
Dicho plan contendrá el marco de acción que determine las direc-
trices para la gestión integral de los recursos hídricos, a través del 
ordenamiento de  uso y aprovechamiento de dichos recursos que 
incluya la protección, recuperación y conservación de la calidad y 
cantidad del agua, de manera sostenible y sustentable.

Establecimiento de la norma de calidad de vertidos
Art. 123. Con el objeto de proteger y mejorar la calidad de los cuer-
pos de agua que forman parte del dominio público hídrico e iniciar 
un proceso programático de descontaminación de los cuerpos y 
flujos de agua a nivel nacional, el MARN establecerá la norma de 
calidad de vertidos en la que se determinarán los parámetros per-
tinentes, tomando como referencia y propósito la recuperación y 
conservación de la biodiversidad y la vida acuática; así como su apti-
tud para el contacto humano, usos recreativos y riego.
Para este propósito, el MARN desarrollará:
a. Formulación y realización de estudios para evaluar la calidad de 
los cuerpos de agua nacionales de acuerdo con los usos a que se 
tenga destinado el recurso y realización del monitoreo sistemático 
y permanente;
b. Vigilancia para que el uso de las aguas residuales cumpla con las 
normas de calidad del agua emitidas para tal efecto; y,
c. Implementación de mecanismos de respuesta rápida, oportuna 
y eficiente, ante una emergencia o contingencia ambiental que se 
presente en los cuerpos de agua o bienes nacionales, así como la 
realización de estudios que se requieran para la determinación y 
cuantificación del daño ambiental en cuerpos receptores, así como 
el costo de su reparación.

Monitoreo
Art. 127. Es responsabilidad del MARN garantizar que se realice el 
monitoreo de aguas superficiales, subterráneas y lluvias en cantidad 
y calidad; los datos e información resultantes serán incorporados al 
SIHI.
El monitoreo proporcionará datos e información relacionados con 
la determinación de caudales, cantidades de agua e índices de ca-
lidad, los que serán utilizados para elaborar el inventario y balance 
hídrico a nivel local y nacional.

CALIDAD DE LOS SERVICIOS

Establecimiento de la norma de calidad de vertidos
Art. 123. Con el objeto de proteger y mejorar la calidad de los cuer-
pos de agua que forman parte del dominio público hídrico e iniciar 
un proceso programático de descontaminación de los cuerpos 
y  lujos de agua a nivel nacional, el MARN establecerá la norma de 
calidad de vertidos en la que se determinarán los parámetros per-
tinentes, tomando como referencia y propósito la recuperación y 
conservación de la biodiversidad y la vida acuática; así como su apti-
tud para el contacto humano, usos recreativos y riego.
Para este propósito, el MARN desarrollará:
a. Formulación y realización de estudios para evaluar la calidad de 

los cuerpos de agua nacionales de acuerdo con los usos a que se 
tenga destinado el recurso y realización del monitoreo sistemático 
y permanente;
b. Vigilancia para que el uso de las aguas residuales cumpla con las 
normas de calidad del agua emitidas para tal efecto; y,
c. Implementación de mecanismos de respuesta rápida, oportuna 
y eficiente, ante una emergencia o contingencia ambiental que se 
presente en los cuerpos de agua o bienes nacionales, así como la 
realización de estudios que se requieran para la determinación y 
cuantificación del daño ambiental en cuerpos receptores, así como 
el costo de su reparación.

LIA

Declaratoria de utilidad pública y de interés social
Art. 6. Declárase de utilidad pública y de interés social las activida-
des, obras y proyectos que realice el Estado en el uso, aprovecha-
miento, protección y conservación de los recursos hídricos, especial-
mente las actividades orientadas a:
c) El control y mejoramiento de la calidad de los cuerpos de agua, 
así como también de las aguas residuales, su recirculación y reúso 
racional bajo criterios de desarrollo sustentable.
Art. 12. Son facultades, funciones y atribuciones de la Autoridad Hí-
drica las siguientes: 
a. Cumplir y hacer cumplir, en el ámbito de sus competencias, la pre-
sente ley y su reglamento, normas técnicas y demás disposiciones 
aplicables a las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, 
sean o no titulares de permisos.
s. Aprobar la normativa técnica relacionada con el reúso y lodos
v. Aprobar la normativa técnica y regulatoria de agua potable y sa-
neamiento y velar por su cumplimiento;

LSAS

Atribuciones del Comité Técnico Consultivo
Art. 30. Corresponde al Comité:
b) Proponer políticas, estrategias, planes, proyectos y programas que 
considere pertinentes de acuerdo a los requerimientos del manejo in-
tegral de los servicios de agua potable y el saneamiento;

Condiciones de prestación
Art. 41. Los servicios de agua potable y saneamiento deberán ser 
prestados de manera que garanticen su calidad, generalidad y cos-
to eficiente. Los prestadores de los servicios deberán garantizar la 
calidad y eficiencia de los servicios, de acuerdo a las condiciones de 
prestación dictados por la ANAPSA.

Calidad del agua potable
Art. 51. El agua destinada para el consumo humano deberá tener 
la calidad sanitaria que la ANAPSA establezca. La autoridad estará 
facultada para exigir el cumplimiento de las normas de calidad en 
todos los abastecimientos de agua utilizadas para el consumo hu-
mano.
Para determinar periódicamente su potabilidad, los operadores del 
servicio están obligados a permitir las inspecciones y pruebas ordena-
das por la autoridad de agua potable y saneamiento.

Calidad y control de aguas alternativas
Art. 52. Para el uso de las aguas alternativas se deberán de cumplir 
los parámetros de calidad establecidos por la ANAPSA.
En el caso de viviendas será responsabilidad del propietario el 
control de calidad de las aguas grises y pluviales; si los sistemas de 
aguas grises y pluviales fueran comunitarios la responsabilidad será 
del propietario del inmueble o de la comunidad de vecinos, dicha 
responsabilidad deberá constar por escrito cuando se establezca la 
venta o el arrendamiento.
Asimismo la ANAPSA tendrá acceso a los planos y especificaciones 
técnicas de los sistemas de aguas alternativas; toda la información 

Art. 18. Son facultades, funciones y atribuciones de la Junta Directi-
va las siguientes:
i. Aprobar la normativa técnica correspondiente de la presente ley; 
Art. 25. Crease la Dirección de Agua Potable y Saneamiento, que 
tendrá dentro de sus funciones:
a. Elaborar y proponer para aprobación de la Junta Directiva de la 
Autoridad Hídrica, la normativa técnica y regulatoria aplicable a los 
sistemas de agua potable y saneamiento.

Lineamientos de la Política Nacional de los Recursos Hí-
dricos 
Art. 45. La Política Nacional de los Recursos Hídricos se actualizará 
por lo menos cada cinco años y servirá de base para la elaboración 
de los planes hídricos a todos los niveles, de acuerdo a los siguientes 
lineamientos: 
b. Gestión adecuada de las aguas superficiales o subterráneas en 
cantidad y calidad;

recabada tendrá el carácter público.
Los puntos de suministro de agua no potable estarán dotados de 
dispositivos de seguridad que eviten el libre acceso.

Reglamento especial sobre calidad del agua potable y 
aguas alternativas
Art. 53.- Un reglamento especial determinará las condiciones de cali-
dad de los servicios de agua potable y de aguas alternativas, tomando 
en consideración los siguientes criterios básicos:
a) Garantizar, con la participación de los consumidores, la disponibi-
lidad, cantidad y calidad del agua para el consumo humano y otros 
usos, mediante los estudios y las directrices necesarias;
b) Procurar que los habitantes, utilicen prácticas correctas en el uso 
y disposición del recurso hídrico; y,
c) Asegurar que la calidad del agua cumpla con los niveles estableci-
dos en las normas técnicas de calidad ambiental

Prohibición de descargas y usos no autorizados de aguas 
residuales
Art. 55. Se prohíbe descargar residuos de cualquier naturaleza, 
aguas negras y servidas en acequias, quebradas, arenales, barran-
cas, ríos, lagos, esteros; proximidades de criaderos naturales o arti-
ficiales de animales destinados a la alimentación o consumo huma-
no, y cualquier depósito o corriente de agua que se utilice para el 
uso público; consumo o uso doméstico, usos agrícolas e industria-
les, balnearios o abrevaderos de animales.
También se prohíbe descargar aguas servidas y negras en las vías 
públicas, parques, predios públicos y privados y en lugares no au-
torizados.
Las aguas provenientes de desagües y otras presumiblemente con-
taminadas, no podrán destinarse a la crianza de especies acuáticas, 
comestibles ni al cultivo de vegetales y frutas, salvo que se hayan so-
metido a un proceso de regeneración y cumplan con los requisitos 
de calidad preceptuados en la legislación vigente.
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Tratamiento de aguas residuales
Art. 56. Toda nueva urbanización o lotificación deberá contar con 
un sistema de depuración y tratamiento de aguas residuales; asimis-
mo las industrias u otras actividades económicas potencialmente 
contaminantes están obligadas a disponer de los referidos sistemas.
Los proveedores sujetos de esta ley serán los responsables del man-
tenimiento y óptimo funcionamiento de sistemas de depuración y 
tratamiento de aguas residuales.
Soluciones especiales de saneamiento. Art. 57.
Condiciones de construcción y conexión de alcantarillado. Art. 59.
Arquetas, medidores de caudal y pretratamiento. Art. 60.
Red interior de saneamiento. Art. 61.
Obligación de autorización específica de vertido. Art. 62.
Requerimiento obligatorio de pretratamiento. Art. 63.
Plan de descontaminación gradual. Art. 66.

Sanciones e indemnizaciones
Art. 68. La persona natural o jurídica que produzca el vertido de for-
ma accidental, sin perjuicio de las sanciones administrativas, civiles y 
penales o de otro orden que puedan concurrir, deberá tomar las me-

didas necesarias y pertinentes para revertir y reparar los daños cau-
sados.

Reglamento sobre las condiciones técnicas de sanea-
miento
Art. 69. Un reglamento especial determinará las condiciones técnicas 
de los servicios de saneamiento, en particular sobre la eliminación y 
disposición de excretas y de las aguas negras, servidas e industriales, 
con los criterios básicos siguientes:
a) Garantizar que todos los vertidos de sustancias contaminantes, 
sean tratados previamente por parte de quien los ocasionare; y, b) 
Vigilar que en toda actividad de reutilización de aguas residuales, se 
cuente con el permiso ambiental correspondiente, de acuerdo a lo 
establecido en la Ley del Medio Ambiente

Creación
Art. 217- Crease el Fondo Nacional de Agua Potable y Saneamiento, 
en adelante denominado FONAPSA, administrado por la ANAPSA.
El FONAPSA tiene por objeto ampliar la cobertura, calidad y sustenta-
bilidad de los servicios de agua potable y saneamiento, y garantizar el 
acceso al consumo básico a las familias de escasos recursos económi-
cos, en especial a aquellas que no cuentan con tales servicios.

Calidad de los Servicios / Regulación de Tarifas

Análisis

Análisis de la Regulación de la Calidad de los servicios
En cuanto a la regulación de la calidad de los servicios, la LGA decla-
ra de utilidad pública y de interés social las actividades, obras y pro-
yectos que realice el Estado en el uso, aprovechamiento, protección 
y conservación de los recursos hídricos, especialmente entre otra las 
actividades orientadas al control y mejoramiento de la calidad de los 
cuerpos de agua, así como también de las aguas residuales, su recir-
culación y reúso racional bajo criterios de desarrollo sustentable; en 
este sentido la Ley da como competencia del MARN el formular nor-
mas técnicas necesarias para regular su calidad e incorporar en la Po-
lítica Nacional y en el Plan Nacional Hídrico, lineamientos que asegu-
ren la calidad de las aguas; la LGA da lineamientos a los Reguladores 
de cada subsector sobre la cantidad, calidad , uso y aprovechamiento 
de los recursos; y delega en el SIHI, los reguladores y los Organismos 
Zonales de Cuenca la vigilancia del cumplimiento de esta regulación. 
La LIA regula de la misma manera que la LGA la calidad de las aguas; 
con la única diferencia de que es la AH quien aprueba las normas res-

pectivas; y ella junto con la Dirección de Agua Potable son las encar-
gadas de vigilar el cumplimiento de las mismas.
Respecto a la calidad de las aguas, la LSAS, la ANAPSA a propuesta 
del Comité Técnico Consultivo, es la competente para aprobar estra-
tegias, planes, proyectos y programas que considere pertinentes de 
acuerdo a los requerimientos del manejo integral de los servicios de 
agua potable y el saneamiento, debiendo los proveedores de ser-
vicios garantizar la calidad y continuidad de acuerdo a lo dispues-
to en la Ley y las disposiciones de la ANAPSA, estas disposiciones 
incluyen un reglamento especial sobre calidad del agua potable y 
aguas alternativas; la ley regula ampliamente el tratamiento de las 
aguas, establece un plan de descontaminación gradual de cuerpos 
de agua, prohíbe la descarga de aguas residuales sin la correspon-
diente autorización, y establece un régimen sancionatorio en caso 
de incumplimiento; y crea el Fondo Nacional de Agua Potable y 
Saneamiento, el cual tiene entre sus fines mejorar la calidad de los 
servicios de agua potable y saneamiento.

 Según la Ley General de Aguas (LGA)

Cobros
Art. 103. El MARN estará facultado para formular propuestas de los 
cánones por uso y aprovechamiento de aguas, por vertidos y por el 
uso de los bienes nacionales que forman parte del dominio público 
hídrico, así como por los servicios administrativos, técnicos y cien-
tíficos prestados a terceros, sean públicos o privados, que venda o 
preste.
Los ingresos provenientes de dichos rubros serán destinados para 
cubrir los costos de la gestión integral de los recursos hídricos.

Establecimiento de los cánones
Art. 104. Establécese el canon como contraprestación en dinero pa-
gada por quienes utilicen recursos que forman parte del dominio 
público hídrico debido a:
a. El uso y aprovechamiento de aguas nacionales; y,
b. El vertido de aguas residuales a medios receptores que forman 
parte del dominio público hídrico.
El pago que deberán hacer todas las personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, autorizadas con una asignación o permiso para 
usos consuntivos o no consuntivos, como resultado de la aplicación 
de los cánones respectivos se realizará en moneda de curso legal.La 
Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados, en vista del 

servicio público que presta, estará exenta del pago de los cánones re-
gulados en esta Ley. 

Pago de los cánones
Art. 105. Todas las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, 
que utilicen aguas nacionales, deberán pagar anualmente su valor 
mediante el canon por uso o aprovechamiento, el canon por vertido 
y por el uso de los bienes nacionales que forman parte del dominio 
público hídrico. Estos cánones no son excluyentes entre sí y se enten-
derán como adicionales a las tarifas, cuotas u otras figuras de pago 
que se deban cubrir como contraprestación por los servicios de agua 
provistos por los diferentes subsectores.
Las formas y procesos para la determinación y pago de los cánones 
se establecerán en el Reglamento de la presente Ley.

Objeto del canon por uso y aprovechamiento de recur-
sos hídricos
Art. 106. El objeto del canon por el uso y aprovechamiento de las 
aguas nacionales, es contribuir a regular la gestión integral del agua 
y proporcionar los recursos financieros necesarios para realizar acti-
vidades relacionadas con dicha gestión.

Base imponible del canon por uso y aprovechamiento de 
los recursos hídricos

REGULACIÓN DE TARIFAS

Art. 107.- La base imponible del canon por uso y aprovechamiento 
de aguas nacionales, se determinará en forma diferenciada, toman-
do en cuenta los criterios siguientes:
a. Tipo de uso o aprovechamiento de dichas aguas;
b. Origen de las aguas;
c. Volumen y calidad efectivamente aprovechada;
d. Volumen efectivamente consumido;
e. Costo por ubicación geográfica específica;
f. Beneficio que genera su uso o aprovechamiento; y,
g. Reuso o reciclaje de las aguas residuales.
La lista de los cánones por uso y aprovechamiento por tipo de uso, 
ubicación geográfica, volumen y caudal extraído y consumido, se 
publicarán anualmente una vez hayan sido aprobados por el MINEC; 
en caso contrario, se aplicará el listado que se encuentre vigente, 
mientras no se apruebe el del año correspondiente.

Canon por vertido
Art. 108. Establécese en el permiso de vertido el pago del canon 
correspondiente, el cual será determinado en congruencia con lo 
dispuesto en el permiso ambiental y se hará a través de moneda de 
curso legal, que deberán aportar todas las personas naturales o ju-
rídicas, públicas y privadas que viertan directamente efluentes a un 
medio receptor.
Cuando se emitan las autorizaciones de asignación de aguas nacio-
nales y uso y aprovechamiento de las mismas, se deberá incorporar 
lo relacionado a la autorización de vertidos, incluyendo el canon co-
rrespondiente.

Objeto del canon por vertido
Art. 109. El objeto del canon por vertido es contribuir a regular las 
condiciones, características y calidad de los vertidos, así como el 
mejoramiento de las condiciones en los medios receptores que 
forman parte del dominio público hídrico, reducir riesgos para el 
ambiente y la salud de las personas, asegurar su aprovechamiento 
posterior por otros usos y usuarios e incentivar patrones de compor-
tamiento que contribuyan a reducir la contaminación.
El canon por vertido se sustenta en el pago de una contraprestación 
basada en el costo de remover elementos contaminantes vertidos 
mediante el uso de la tecnología idónea disponible; así como pro-
porcionar recursos financieros al MARN para sustentar las acciones 
para prevenir, controlar y revertir la contaminación y mantener el 
adecuado nivel de calidad de los recursos hídricos.

Base imponible del canon por vertido
Art. 110. Para estructurar la base imponible del canon por vertido de 
efluentes en medios receptores que formen parte del dominio pú-
blico hídrico, se tomarán en cuenta como mínimo los parámetros de 
contaminación tales como: demanda química de oxígeno, demanda 

bioquímica de oxígeno y sólidos suspendidos totales, cuantificando 
para cada uno de ellos su respectiva carga contaminante vertida.
Los procedimientos para establecer y calcular los montos resul-
tantes de aplicar el canon por vertido, así como los mecanismos y 
formas de recaudación, se desarrollarán en el Reglamento de la pre-
sente Ley.

Carga contaminante presuntiva
Art. 111. En caso que las personas naturales o jurídicas, públicas y 
privadas, sujetas al pago del canon por vertido no proporcionen la 
información requerida por el MARN para determinar la carga con-
taminante, dicha institución la establecerá con base en los análisis 
y estudios técnicamente adecuados o por comparación de activida-
des similares, sin menoscabo de la imposición de las sanciones que 
correspondan.
Los costos resultantes de la obtención de la información y estudios 
solicitados serán por cuenta del usuario responsable, haciéndose 
efectivo su reembolso de acuerdo al procedimiento establecido en 
el Reglamento de la presente Ley. En caso de incumplimiento, la cer-
tificación que emita el MARN tendrá fuerza ejecutiva.

Publicación de los cánones
Art. 112. El MARN realizará los trámites necesarios para la publica-
ción de la lista de los cánones según tipo de uso, ubicación geográ-
fica, volumen y caudal extraído y consumido; así como por vertidos 
y por el uso de los bienes que forman parte del dominio público hí-
drico, los cuales serán actualizados al menos cada tres años; en caso 
contrario, conservarán su vigencia.

Destino de los recursos financieros
Art. 115. Los recursos financieros captados y administrados por el 
FONAES, se destinarán para:
a. Financiar programas y proyectos del MARN relativos a los compo-
nentes de la gestión integrada de los recursos hídricos;
b. Ejecutar programas y proyectos de protección y mejoramiento de 
los recursos hídricos;
c. Medición y monitoreo del ciclo hidrológico;
d. Inventarios de Usos y Usuarios;
e. Inventario de recursos hídricos y balance hídrico;
f. Mantenimiento del SIHI y difusión de información y documenta-
ción;
g. Contratación de personal para la implementación de la presente 
Ley, Reglamento y normativas complementarias;
h. Desarrollo de recursos humanos capacitados para el sector de los 
recursos hídricos, con especial énfasis en la capacitación de mujeres; 
y,
i. Desarrollo científico y tecnológico, así como las bases para su apli-
cación en la gestión integral de los recursos hídricos.

Regualción de Tarifas

LIA

 Establecimiento de las tasas 
Art. 102. Todas las personas naturales o jurídicas, públicas o 
privadas, que usen y aprovechen los recursos hídricos o viertan 
aguas residuales en cuerpo receptor, y que de conformidad a la 
presente ley estén obligados a obtener un permiso para tales ac-
tividades, deberán pagar anualmente el valor de una tasa, según 
la periodicidad de pago solicitada y consignada en el permiso. Se 
entienden incluidas dentro de esta disposición la Administración 
Nacional de Acueductos y Alcantarillados A.N.D.A., las Alcaldías 
Municipales del país, y los generadores de energía hidroeléctrica 
y geotérmica. 
Cualquier otro servicio administrativo, técnico y científico prestado 
por la Autoridad Hídrica, en razón de la presente Ley, así como las 
formas y procesos para la determinación y pago de las tasas se esta-
blecerán en la normativa técnica que para tal fin se emita. 

Actualización de Tasas y Tarifas 
Art. 103. La lista de las tasas y tarifas será autorizada y publicada 

cada cinco años por la Autoridad Hídrica. Mientras no se hubiere 
aprobado una nueva lista de tasas y tarifas, se aplicará transitoria-
mente el listado que se encuentre vigente. 

Hecho imponible de la tasa por uso y aprovechamiento 
Art. 104. Constituye el hecho imponible de la tasa por uso y apro-
vechamiento de los recursos hídricos, el uso o consumo real o po-
tencial aprovechamiento de aguas subterráneas o superficiales que 
forman parte del dominio público hídrico, con cualquier finalidad y 
mediante cualquier aplicación, incluso no consuntiva. 

Base imponible y métodos de determinación por uso y 
aprovechamiento 
Art. 105. La Autoridad Hídrica cobrará con base al volumen, en unida-
des de metros cúbicos anual, asignado en el permiso de uso y aprove-
chamiento. La tasa anual por uso y aprovechamiento, será el resultado 
del producto del volumen de agua asignado en el permiso, por el va-
lor del precio base en dólares de los Estados Unidos de América, por el 
coeficiente de mayoración y minoración establecido en la normativa 
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de tasas que se emita, mediante la siguiente fórmula: 

TUA = VA x PB x C 
Donde: 
TUA: es tasa de uso y aprovechamiento del agua ($ por año) 
VA: es el volumen de agua asignado en el permiso en metros cúbi-
cos por año 
PB: es el precio base en dólares de los Estados Unidos de América, 
considerando un rango de $0.03 a $0.10. El valor a utilizar será de-
finido quinquenalmente por la Junta Directiva de la Autoridad Hí-
drica. 
C: coeficiente de mayoración o minoración que viene dado de la 
multiplicación de cada uno de los siguientes coeficientes: 
C1: Tipo de uso o aprovechamiento, que tomará valor mayor que 
cero y menor o igual a 2. 
C2: Origen de las aguas, que tomará valores entre 1 y 1.7. 
C3: Ubicación geográfica específica, que tomará valores entre 1 y 
1.2. 
C4: Subsistencia o con fin social, que tomará valores entre 0.7 y 1. 
C5: Casuística socioeconómica del núcleo urbano, que tomará valo-
res entre 0.1 y 1. 
C6: Volumen efectivamente consumido, calculado mediante la si-
guiente fórmula: 
Volumen Efectivamente Consumido= 1 menos (volumen vertido/ 
volumen extraído) 
La determinación del valor que tomará cada coeficiente será esta-
blecido en la normativa técnica correspondiente. 
En el caso de proyectos nuevos de inversión que soliciten permiso por 
uso y aprovechamiento de aguas, el titular del permiso podrá presentar 
un cronograma gradual, no mayor a tres años, hasta la plena vigencia 
del consumo del volumen de agua asignado en el permiso en metros 
cúbicos por año. El cálculo de pago anual se determinará porcentual-
mente de acuerdo con dicho cronograma.

Base imponible por generación hidroeléctrica y geotér-
mica 
Art. 106. La base imponible para la tasa de aprovechamiento por 
energía hidroeléctrica y geotérmica será la resultante de multipli-
car la energía anual producida por cada generador de energía hi-
droeléctrica y geotérmica en MWh, por el promedio anual del precio 
oficial del año anterior de la energía entregada a la red eléctrica por 
los generadores de energía hidroeléctrica y geotérmica, establecido 
por la Unidad de Transacciones en US$/MWh. 
Para calcular el monto a pagar en concepto de tasa, se multiplicará 
la base imponible por 0.8%. 

Objeto de la tasa de vertido 
Art. 107. El objeto de la tasa por vertido es contribuir a regular las 
condiciones, características y calidad de los vertidos, así como el 
mejoramiento de las condiciones en los medios receptores que 
forman parte del dominio público hídrico, reducir riesgos para el 
ambiente y la salud de las personas, asegurar su aprovechamiento 
posterior para otros usos y usuarios e incentivar patrones de com-
portamiento que contribuyan a y reducir la contaminación. 
La tasa por vertido se sustenta en el pago de una contraprestación 
basada en el costo de remover elementos contaminantes vertidos 
mediante el uso de la tecnología idónea disponible; así como pro-
porcionar recursos financieros a la Autoridad Hídrica para sustentar 
las acciones para prevenir, controlar y revertir la contaminación y 
mantener el adecuado nivel de calidad de los recursos hídricos. 

Hecho Imponible de la tasa de vertido 
Art. 108. Constituye el hecho imponible de la tasa de vertido, el ver-
ter aguas residuales en los medios receptores que forman parte del 
dominio público hídrico. 

Base imponible para la tasa de vertido 
Art. 109. La base del cobro de la tasa de vertido es la carga conta-
minante neta vertida, medida en kilogramos por metro cúbico de 
los parámetros de contaminación denominados: materias oxidables 

(MO), sólidos en suspensión (SS), nitrógeno total (NT) y fósforo total 
(PT). La medida del parámetro denominado Coliformes fecales (CF), 
será en Unidades Formadoras de Colonia por metro cúbico. 
Para determinar los precios unitarios de los parámetros de contami-
nación seleccionados, se tomará en cuenta:
a. El costo equivalente a remover un kilogramo de los parámetros 
utilizados mediante el uso de la tecnología idónea disponible, 
b. El costo de reducir la concentración de coliformes fecales de los 
residuos líquidos o aguas residuales vertidas en un río o el mar. 
c. Los costos de los daños asociados con la contaminación hídrica 
calculados mediante la técnica de valoración económica que defina 
la Autoridad Hídrica. 
La tasa estará se determinará mediante la siguiente fórmula: 

TV = R Σ{[(CC1i • Vv) – (CC0i • Vv)]•Ki • PUi} 
Siendo: 
TV: Tasa de Vertido ($/año) 
R: Coeficiente socioeconómico (adimensional) 
CC1: Carga contaminante vertida (Kg/m3) 
CC0: Carga contaminante inicial (Kg/m3) 
i = 
MO: en kg/m3 
SS: en kg/m3 
NT: en kg/m3 
PT: en kg/m3 
CF: en (U log UFC/100mL•m3), y sólo se tomará en cuenta cuando su 
concentración exceda de 1,000 UFC/100 ml. 
Ki: Coeficiente función de la naturaleza del medio receptor (adimen-
sional) 
PUi: Precio unitario $/kg 
Vv: Volumen Vertido (m3/año) 
A la carga contaminante de cada parámetro objeto de cobro de la 
tasa, se le deberá descontar la carga existente en el punto de capta-
ción del recurso hídrico. Los procedimientos para establecer y calcu-
lar los montos resultantes de aplicar la tasa de vertido, así como los 
mecanismos y formas de recaudación, se desarrollarán en la norma-
tiva técnica de tasas correspondiente.

Carga contaminante presuntiva 
Art. 110. En caso de que las personas naturales o jurídicas, públicas 
y privadas, sujetas al pago de tasa de vertido no proporcionen la 
información requerida por la Autoridad Hídrica para determinar la 
carga contaminante, dicha institución la establecerá con base en los 
análisis y estudios técnicamente adecuados o por comparación de 
actividades similares, sin menoscabo de la imposición de las sancio-
nes que correspondan. 
Los costos resultantes de la obtención de la información y estudios 
solicitados serán por cuenta del usuario responsable, haciéndose 
efectivo su reembolso de acuerdo al procedimiento establecido en 
la normativa técnica de tasas correspondiente. En caso de incumpli-
miento, la certificación que emita la Autoridad Hídrica tendrá fuerza 
ejecutiva. 

Implementación gradual de la tasa de vertido 
Art. 111. A fin de lograr el cumplimiento de las metas de reducción 
de la carga contaminante establecidas en el Plan Nacional Hídrico, la 
tasa de vertido se cobrará gradualmente durante el período de sie-
te años; fijándose para este caso como carga contaminante vertida 
máxima, la carga contaminante meta establecida en el Plan Nacio-
nal Hídrico. El primer año se cobrará por el diez por ciento (10%) del 
valor total calculado para ese año; incrementándose en forma acu-
mulada cada año un 15% del valor calculado para cada año en los 
restantes seis años, hasta alcanzar en el año siete el cien por ciento 
(100%) de la tasa de vertido. Una vez finalizado el año siete, no están 
autorizados vertidos con valores superiores a los fijados como carga 
contaminante meta establecida en el Plan Nacional Hídrico. 
La metodología de pago gradual será autorizada por acuerdo que 
emita la Junta Directiva, cada vez que se fijen metas de reducción de 
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la carga contaminante vertida, a fin de alcanzar el nivel buscado en 
cada cuenca hidrográfica, sus sub-cuencas y micro-cuencas. 

Publicación de las tasas 
Art. 112. La Autoridad Hídrica realizará los trámites necesarios para la 
publicación de la lista de las tasas según tipo de uso, ubicación geo-
gráfica, volumen y caudal extraído y consumido; así como de vertidos 
y por el uso de los bienes que forman parte del dominio público hí-
drico, los cuales serán actualizados al menos cada cinco años; en caso 
contrario, conservarán su vigencia.

LSAS

Art. 21. Son atribuciones del CODINA:
f) Determinar las cuotas y tarifas de los servicios de agua potable y 
saneamiento, de conformidad con lo establecido en el Capítulo VII 
de la ley;

Principios tarifarios
Art. 154. La ANAPSA aprobará las tarifas por los servicios de agua 
potable y saneamiento de conformidad con los siguientes princi-
pios:
a) Solidaridad: Que garanticen el acceso a los servicios a los usua-
rios de menores ingresos o baja capacidad de pago;
b) Equidad: Que las tarifas tengan en cuenta la capacidad de pago 
de los usuarios;
c) Redistribución: Que permita la redistribución de los costos, de 
modo tal que los usuarios con mayor capacidad de pago subsidien 
a los de menores recursos;
d) Igualdad: Que cada consumidor tiene derecho al mismo trata-
miento que cualquier otro consumidor de la misma categoría tari-
faria;
e) Derecho al consumo básico: Que en el caso de los usos domésti-
cos se garantice el acceso universal a un “consumo básico” a precios 
asequibles o gratuitos, lo que lleva a subvencionar ese consumo a 
quienes lo necesitan. Sin embargo, no se justifica la aplicación de 
este principio para los usos que no son domésticos;
f ) Simplicidad: Que permita que el régimen tarifario se elabore de 
manera que sea de fácil comprensión, aplicación y control; y,
g) Transparencia: El régimen tarifario será público para los consu-
midores, prestadores y cualquier otro interesado.

Atribuciones tarifarias del regulador
Art. 155. La ANAPSA tendrá que cumplir con las siguientes atribu-
ciones para aprobar las tarifas del servicio de agua potable y sanea-
miento:
a) Establecer las metodologías y los procedimientos que deberán 
cumplir los prestadores para el cálculo de las tarifas respetando los 
elementos de diseño tarifario recogidos en esta Ley;
b) Fijar pautas e instruir a los prestadores, cuando sea necesario, so-
bre los sistemas administrativos y contables que constituyen la base 
de cálculo de las tarifas;
c) Determinar indicadores de gestión eficientes para el cálculo de 
tarifas;
d) Calcular los costos económicos en condiciones de eficiencia para 
servicios representativos efectuando análisis comparativos con el 
objeto de determinar el modelo de empresa eficiente;
e) Someter a procesos de consulta pública los acuerdos que tome 
ANAPSA en materia de regulación tarifaria, y en especial las solicitu-
des de propuesta tarifaria presentadas por los prestadores. Los pro-
cesos de consulta pública deben asegurar la participación amplia 
de los usuarios;
f ) Aprobar las tarifas de los servicios de agua potables y sanea-
miento, considerando el cumplimiento de los principios y el pro-
cedimiento tarifario que establece esta ley, así como el proceso de 
consulta pública;
g) Controlar y gestionar el Fondo Nacional de Agua Potable y Sa-
neamiento; y,

Destino de los recursos financieros 
Art. 113. La Autoridad Hídrica destinará al menos el setenta por cien-
to de sus recursos financieros para cofinanciar programas, proyec-
tos y actividades que permitan el mejoramiento, protección, conser-
vación y protección de los recursos hídricos, ecosistemas, acuíferos 
y cuencas hidrográficas. 
La asignación de los recursos financieros se realizará a través de un 
sistema de prioridades basado en su rentabilidad económica, social 
y ambiental, y estará normado en el reglamento de la presente ley. 

h) Controlar y supervisar el cumplimiento del régimen tarifario por 
parte de los prestadores. En caso de detectar anomalías en los co-
bros, se procederá a la aplicación de sanciones y a la adopción de las 
medidas que estime pertinentes para que las tarifas se ajusten a las 
normas y métodos establecidos por esta ley.

Diferenciar los consumos domésticos y los no domésticos
Art. 156. La metodología para el cálculo de las tarifas debe asegurar 
que las tarifas domésticas o residenciales representen importes me-
nores por valor unitario en comparación con las tarifas industriales, 
comerciales o de otro tipo.

Diseño de las tarifas de abastecimiento
Art.157. Cualquier modalidad tarifaria que se apruebe deberá ser 
creciente y progresiva, que permita que los bajos consumos y los 
consumos básicos sean económicos, asequibles y gratuitos según 
corresponda y que exista un crecimiento de acuerdo al aumento del 
consumo.

Estructura tarifaria
Art. 158. En la tarifa se establecerá el máximo posible de bloques 
o tramos a precios crecientes y en cada tramo superior la tarifa por 
metro cúbico consumido deberá ser considerablemente mayor que 
la del tramo inferior. La cuota bruta del usuario resultará de multi-
plicar el consumo total de metros cúbicos por la tarifa asociada al 
bloque en el que recae el consumo.

Medidas de eficiencia y ahorro en el diseño de las tarifas 
de abastecimiento
Art. 159. La ANAPSA con el objetivo de promover la eficiencia y aho-
rro en el consumo de agua, potenciará que el diseño de las tarifas se 
incluyan los siguientes aspectos:
a) Estándares según el tipo de actividad para los usos no domésticos;
b) Bonificaciones directas al ahorro;
c) Penalidades a usos superfluos; y,
d) Incentivos de la substitución de agua potable por aguas alternati-
vas para otros usos diferentes al consumo humano.

Tarifa para consumo no domésticos
Art. 160. En el caso de los consumos no domésticos se deberá pon-
derar el nivel de eficiencia en el uso del agua según el tipo de acti-
vidad, estableciéndose tarifas de carácter progresivo conforme a los 
estándares aprobados por la ANAPSA.

Nuevos modelos de contratación
Art.161. Con el objeto de promover el ahorro del agua se propicia-
rán los contratos de suministro de agua en horarios nocturnos para 
usos de jardinería o similares,cuando sea técnicamente factible.

 Bonificaciones directas por el ahorro
Art. 162. Los consumidores con una disminución del consumo de un 
mínimo del 10% respecto a los dos años anteriores se les aplicará un 
coeficiente multiplicador del 0.90, con el objeto de reducir el cargo.

Usos superfluos
Art.163. Los consumos para riego y usos recreativos se gravarán con 
tarifas progresivas más altas que los otros usos; para tal efecto se 
exigirá la instalación de contadores específicos, cuando se trate de 
aguas alternativas la tarifa será inferior. Las aguas lluvias recolecta-
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das para usos domésticos no se gravarán.

Pago por concepto de saneamiento
Art. 164. En las facturas por el servicio de agua potable se incluirá un 
cargo en concepto de saneamiento; incorporándose los principios 
de recuperación de costos y de progresividad marginalmente cre-
ciente, siempre que las instalaciones del consumidor estén conecta-
das al sistema sanitario público.

Cargo de saneamiento a usuarios domésticos
Art. 165. El cargo estará en función del volumen de aguas residuales 
vertidas, dicho volumen se calculará multiplicando el coeficiente 0.7 
a la cantidad de agua consumida por el abonado. En los casos que no 
se disponga de medidor se le aplicará dicho coeficiente sobre el valor 
de consumo estimado, según el número de personas registradas.
La ANAPSA podrá modificar el coeficiente si estudios previos y téc-
nicos establecen su revisión.

Cargo de saneamiento para usuarios no domésticos
Art. 166.  El cargo para usuarios no domésticos, se regirá por el vo-
lumen y carga contaminante del vertido y el del tipo y tamaño de la 
actividad del usuario. 
Será obligatorio para los grandes consumidores instalar medidores 
para el caudal de vertido; asimismo se gravará la carga contaminan-
te según la proporción y la peligrosidad de la misma.
En caso de vertidos no autorizados se deberá sancionar conforme 
dicta la ley.

Coeficientes de bonificación y recargos tarifarios en sa-
neamiento
Art. 167. Se aplicarán coeficientes de bonificación para sectores no 
domésticos con vertidos y cargas contaminantes inferiores a la pro-
medio correspondiente a su categoría. Se gravará un recargo por 
metro cúbico sobre aquellos vertidos, que superan el límite de sóli-
dos en suspensión y demanda bioquímica de oxigeno.
Asimismo se establecerán bonificaciones tarifarias a aquellos usua-
rios, que instalen tecnologías limpias para la reducción de la carga 
contaminante del vertido.

Cargo de control y vigilancia en las actividades indus-
triales
Art. 168. Se establece un cargo especial con el objeto de garantizar 
la actividad gubernamental de inspección, análisis y control de las 
aguas residuales industriales.
El monto de dicho cargo dependerá de los valores de la carga conta-
minante y será determinado en base a un estudio técnico elaborado 
por la ANAPSA.

Gestión del cargo de saneamiento y del Fondo Nacional 
de Agua Potable y Saneamiento
Art. 169. Lo recaudado en concepto del servicio de saneamiento se 
invertirá exclusivamente en la rehabilitación, mejoramiento y amplia-
ción del sistema sanitario. Si los prestadores del servicio de agua pota-
ble son responsables del saneamiento asumirán la gestión del monto 
recaudado, de lo contrario dichos fondos serán destinados Fondo Na-
cional de Agua Potable y Saneamiento.

Procedimiento ara aprobar las tarifas
Art. 170. Para aprobar las tarifas de los servicios de agua potable y 
saneamiento, los prestadores deberán presentar una solicitud a la 
ANAPSA, que contenga una propuesta de tarifas, cuyo cálculo cum-
pla con la metodología y el procedimiento establecidos e informa-
dos previamente por ANAPSA.
La ANAPSA realizará los estudios necesarios, con la cooperación de 
los prestadores y de las autoridades públicas que sean competen-
tes, con el objeto de determinar la factibilidad y vialibilidad de la 
propuesta tarifaria, la cual será sometida a un proceso de consulta 
pública, que promueva la participación de los consumidores.
Una vez conocidos los resultados de los estudios y la consulta públi-
ca, la ANAPSA por medio de resolución fundamentada, denegará o 
aprobará el pliego tarifario.
En el caso de que fuese aprobada la propuesta tarifaria, esta será 

publicada en un periódico de mayor circulación nacional a cargo del 
prestador solicitante.

Vigencia y modificación de las tarifas
Art. 171. Las tarifas aprobadas por la ANAPSA tendrán una vigencia 
de dos años a partir de su publicación, sin embargo de forma ex-
cepcional podrán modificarse antes de la finalización de su vigencia, 
cuando razones técnicas y económicas así lo justifiquen, de acuerdo 
a resolución emitida por la ANAPSA
Las tarifas modificadas serán vigentes por el plazo que quedare 
pendiente de vencer.

Medición del consumo
Art. 172. Todo inmueble que reciba servicios de agua potable y sa-
neamiento debe tener medidores o sistemas de medición de los 
servicios que permitan la determinación individual de los consumos 
de cada usuario. El medidor y sus conexiones serán instalados por el 
prestador de servicios por cuenta del consumidor.
En casos excepcionales y por razones de índole técnica, ambiental 
y económica, previa autorización de la ANAPSA, la medición indivi-
dual podrá ser sustituida por otro método estimativo del consumo, 
según el número de personas registradas en el hogar.

Detalle de la facturación
Art. 173. La factura que reciba el consumidor deberá detallar, ade-
más de los datos del usuario y de la factura, al menos los siguientes 
conceptos por la prestación de los servicios de agua potable y sa-
neamiento:
a) Consumos facturados, indicando si son medidos o estimados. Se 
deberá informar en que tramo recae el consumo y el valor asignado 
a ese tramo. Se adjuntará una tabla informativa que indique todos 
los tramos existentes y sus respectivos valores;
b) Cobros por servicio de abastecimiento;
c) Cargo por servicio de saneamiento;
d) Monto que el consumidor recibe como subsidio, cuando aplique;
e) Cargos por concepto de conexión y reconexión de los servicios, 
cuando aplique;
f ) Cargos por daños y perjuicios que se ocasionen en las instalacio-
nes de los servicios por causas imputables al consumidor, cuando 
aplique;
g) Reintegro de las cantidades que por concepto de tarifas hayan 
sido cobrados sin contraprestación adecuada, cuando aplique;
h) Compensaciones que el operador haga al consumidor por incum-
plimiento de sus obligaciones en relación con el servicio, cuando 
aplique;
i) Descuentos en concepto de ahorro y eficiencia en el consumo del 
agua, cuando aplique;
j) En las actividades industriales, cargo por control y vigilancia, cuan-
do aplique;
k) El importe total a pagar y la fecha límite de pago;
l) Información sobre la evolución del consumo y el ahorro en va-
lores absolutos y porcentuales efectuados en relación a facturas 
anteriores; y,
m) Teléfono y dirección del proveedor del servicio y de los lugares 
donde efectuar el pago. También información de donde han de di-
rigirse las reclamaciones que pudieran haber.
En el diseño del recibo se reservará un pequeño espacio para que la 
ANAPSA o el prestador del servicio pueda sensibilizar e informar a 
los usuarios sobre aspectos relativos al ahorro de agua o sobre ac-
tuaciones de eficiencia.

Programa de subsidios del FONAPSA
Art. 220.- La ANAPSA destinará una partida especial con el ob-
jeto de financiar los subsidios aprobados de conformidad con la 
presente ley.
La partida para los subsidios estará constituido con un cargo del 
diez por ciento de cada factura bruta que gravará a los consumido-
res que se encuentren en la categoría tarifaria de mayor consumo 
del servicio de agua potable.

Regulación de Tarifas

Los prestadores de los servicios retendrán este cargo.
El Reglamento determinará los métodos de percepción del cargo y las 
reglas para la administración y aplicación del programa de subsidios.

Normas sobre subsidios
Art.221. La ANAPSA dictará el reglamento de las normas de subsi-
dios a los servicios de agua potable y saneamiento, sobre la base de 
estudios técnicos y económicos, de manera que los subsidios:
a) Coadyuven a financiar los consumos mínimos necesarios para 
una familia promedio y enfocados en garantizar el consumo a las 
familias de escasos recursos; y,
b) Coadyuven a la sostenibilidad financiera de los prestadores co-
munitarios de los servicios.

Financiamiento especial de subsidios
Art. 222. Los subsidios a la prestación de los servicios serán finan-
ciados a través:
a) Por aportes presupuestarios a los consumidores por medio del 
programa de subsidios o por fondos del Presupuesto General de la 
Nación;
b) Por aportes presupuestarios para el financiamiento total o par-
cial de las inversiones en los servicios de agua potable y sanea-
miento a ser realizados por los prestadores municipales y comu-
nitarios; y,
c) Cargo a los consumidores con mayor capacidad económica para 
cubrir parcialmente el costo del servicio de aquellos con menor ca-
pacidad de pago.

FONDOS NACIONAL DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO

Creación
Art. 217. Crease el Fondo Nacional de Agua Potable y Saneamiento, 
en adelante denominado FONAPSA, administrado por la ANAPSA.

LANDA

p) Someter a la aprobación del Poder Ejecutivo en el Ramo de 
Economía, tarifas razonables por el uso de las facilidades de la Ins-
titución, o por los servicios de agua potable, alcantarillado u otros 
artículos o servicios vendidos, prestados o suministrados por ella y 
cobrar de acuerdo a las mismas, las que se aplicarán en el porcentaje 
y en la forma que la Junta de Gobierno determine.
Dichas tarifas deberán ser determinadas, a la vez que con un criterio 
de empresa autofinanciable, con un criterio de servicio público so-
cial; y deberán ser suficientes para cubrir y proveer con un margen 
de seguridad:

Análisis

Análisis de la Regulación de Tarifas
Respecto a las tarifas de los servicios de agua potable y sanea-
miento tanto la LGA y la LIA no contienen disposiciones al respec-
to, por su parte ambas regulan una tasa por explotación del recur-
so hídrico en función del uso o aprovechamiento; en el caso de la 
LGA, dicho tributo se denominada canon por uso y aprovecha-
miento, el cual según la propuesta es determinada cada tres años 
por el MARN, sin embargo esta propuesta no establece expresa-
mente los criterios para la determinación del quantum del referido 
tribulo. por su parte la LIA hace una regulación más detallada del 
régimen tarifario de dicha tasa, comenzando con el pago obliga-
torio por los servicios utilizados, incluyendo la explotación del re-
curso, se establece una revisión cada 5 años de las tarifas vigentes, 
sin embargo, pese a que establece una formula para calcular las 
tasa, tampoco establece expresamente el quantum de dicha tasa, 
ya que deja un rango para el precio base, pero sin definirlo los cri-
terios específicos para su aplicación y deja a voluntad de la Junta 
Directiva la determinación de la base imponible. por este defecto 
ambas propuestas pueden ser señaladas por inconstitucionalidad 
ya que únicamente la Asamblea Legislativa posee las facultades 
para establecer tasas por servicios.

El FONAPSA tiene por objeto ampliar la cobertura, calidad y susten-
tabilidad de los servicios de agua potable y saneamiento, y garan-
tizar el acceso al consumo básico a las familias de escasos recursos 
económicos, en especial a aquellas que no cuentan con tales servi-
cios.

Recursos del FONAPSA.
Art. 218. - El FONAPSA estará constituido por:
a) Un aporte inicial proveniente del Presupuesto General de la Na-
ción en concepto de capital fundacional, el cual podrá ascender 
hasta cinco millones de dólares de los Estados Unidos de América 
($ 5,000,000,00);
b) Las transferencia de recursos que anualmente se deberán consig-
nar en el Presupuesto General de la Nación;
c) Aportes extraordinarios que por cualquier concepto le otorgue el 
Estado; y,
d) Bienes y valores adquiridos a cualquier título, destinados a la con-
secución de los fines del Fondo.

Fuente de financiamiento
Art. 219. La fuente de financiamiento para el FONAPSA tendrá su 
origen en
recursos que el Ministerio de Hacienda deberá incorporar en las co-
rrespondientes leyes de presupuesto que sean aprobadas en cada 
ejercicio fiscal.
El monto de los recursos con los cuales deberá financiarse FONAPSA 
incluirá el total del incremento anual de los ingresos, que por con-
cepto de cargos reciba de las personas naturales y jurídicas, que uti-
lizan agua potable como insumo principal de su actividad comercial 
e industrial y además por el uso de los sistemas de saneamiento.
Para los subsiguientes ejercicios fiscales, la asignación presupuestaria 
para financiar el FONAPSA no podrá ser inferior a la que el Ministerio 
de Hacienda haya previsto para el ejercicio fiscal 2007.

1.- Los gastos hechos por la Institución en la operación, manteni-
miento, administración, mejoras, desarrollo y expansión de sus ins-
talaciones y propiedades; y
2.- El pago de capital, intereses y demás cargos sobre sus bonos y 
demás obligaciones, a fin de mantenerse en capacidad de cumplir 
con los términos de los convenios celebrados con sus acreedores. 
Ninguna autoridad podrá gravar adicionalmente los servicios ni las 
obras necesarias para obtenerlos cuando éstos se encuentren bajo 
la jurisdicción de ANDA.

Por otra parte, la LSAS establece un régimen para establecer el 
precio de las tarifas de agua potable y saneamiento, las cuales son 
determinadas por el CODINA, la Ley reconoce una serie de princi-
pios rectores que orientan los criterios para la determinación de 
las tarifas, las cuales serán revisadas cada dos años, garantizan-
do el consumo familiar básico, diferenciando las tarifas según los 
usos del agua potable, con una lógica creciente y progresiva, y 
premiando con tarifas preferenciales el consumo bajo y penalizan-
do el consumo en usos superfluos, de la misma forma establece 
los criterios para la determinación del cobro por saneamiento en 
razón de la cantidad y calidad de las aguas vertidas, todo ello en 
razón del consumo calculado mediante micromedición. finalmen-
te la ley establece una serie de criterios para la facturación de los 
servicios al consumidor final.
La LANDA por su parte únicamente regula los criterios para la apro-
bación de sus propias tarifas, un criterio de empresa autofinancia-
ble, un criterio de servicio público social; y que sus ingresos deberán 
ser suficientes para cubrir y proveer con un margen de seguridad 
sus gastos operación, mantenimiento, mejoras, y expansión de sus 
instalaciones y propiedades; así como el pago de sus obligaciones 
financieras.

Regulación de Tarifas ANEXOS
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